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Editorial

Termina el 2010 y con ello la primera década del nuevo siglo. Época de balances, 
de mirar para atrás, pero también de proyección, de redefi nición de metas y 
rumbos. Período complejo, donde soplan vientos de cambio, en medio de un 

clima de incertidumbre alimentado por  la coyuntura electoral que no muestra nin-
gún favorito(a) a la vista. El Perú de los últimos años ha sido el país de los contrastes. 
Que crece en lo macroeconómico (a pesar de la crisis global), que se moderniza im-
pulsado por las exportaciones, que se convierte en centro de la gastronomía mundial 
y es sede de cumbres internacionales. Pero que al mismo tiempo ostenta niveles de 
pobreza y pobreza extrema injustifi cables, que avanza a paso lento en la reducción de 
la desigualdad social y en la generación de empleo decente. Donde aumenta el fl ujo 
de turistas y no cesa el de ciudadanos que emigran en busca de oportunidades. Donde 
las inversiones llegan, pero también los confl ictos, donde  la corrupción campea, la 
clase política deja mucho que desear y la inseguridad no tiene visos de solución. El 
Perú avanza, como dice la publicidad ofi cialista, aunque pareciera no haber  claridad 
hacia dónde.

Trabajo&Desarrollo cierra este año insistiendo con el tema de la informalidad y lo 
hace desde una perspectiva interdisciplinaria. Julio Gamero encara el concepto de 
sector informal, economía informal y empleo informal, tres categorías que se usan 
indistintamente para referirse a un sector importante de la población que trabaja en 
condiciones de precariedad, vulnerabilidad y –muchas veces– ilegalidad. Fernando 
Cuadros y Christian Sánchez abordan la discusión sobre cómo promover el empleo 
formal sin caer en el argumento fácil de la fl exibilización. ¿Qué lineamientos de po-
líticas públicas se deben adoptar para extender el trabajo decente a ese sector de la 
población que pese a que el país crece “no la ve”? Francisco Durand nos ofrece por su 
parte una mirada sociológica sobre la penetración sistémica de la corrupción –legali-
zada o delictiva; pública o privada– que corroe no solo la institucionalidad estatal sino 
también al conjunto del tejido social, principalmente al gran capital. Y próximos al 
inicio de un nuevo período municipal, Edgardo Balbín identifi ca los retos que deberá 
enfrentar la nueva alcaldesa de Lima, Susana Villarán, en materia de promoción del 
empleo adecuado.

Pero el empleo precario es un problema que se presenta –incluso– en la formalidad, 
en los sectores modernos de la estructura económica. José Miguel Flórez nos plantea 
una sugerente mirada sobre la generación de empleo en las áreas de infl uencia de 
las industrias extractivas y su impacto como fuente de estabilidad o confl icto. En la 
misma línea, Enrique Fernández-Maldonado aborda el debate sobre los regímenes de 
promoción de las exportaciones no tradicionales, analizando los argumentos empre-
sariales y sindicales en tensión. Patricia Salas hace un balance de la política educativa 
al término del segundo gobierno aprista; cuestionable en muchos sentidos pero sobre 
todo por la sensación de estar desaprovechando una coyuntura favorable y excep-
cional para avanzar hacia una verdadera revolución educativa. Finalmente, Antonio 
Ojeda y Baptiste Delmas, académicos español y francés, respectivamente, comparten 
generosamente su refl exión, el primero, sobre las implicancias sociales de la reforma 
laboral aplicada por Rodríguez Zapatero en España; el segundo, un análisis compara-
tivo de la negociación colectiva en Perú y Francia, una institución laboral duramente 
afectada por la crisis del sindicalismo y del Estado de Bienestar.

Y a nuestros lectores y amigos, un saludo fraternal de PLADES y la satisfacción de 
compartir los mismos sentimientos de fraternidad, de paz y justicia social que moti-
van este esfuerzo. 

Juan Carlos Vargas
Presidente PLADES
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 A qué sectores pertenecen? ¿Cuáles son sus 
características principales? El Ministerio 
de Trabajo  y Promoción del Empleo 

(MTPE),  en su Anuario Estadístico, estima que la 
población sindicalizada ascendería sólo a 96 mil 51 
trabajadores y trabajadoras; una cifra “conservadora” 
tomando en cuenta el contexto de crecimiento 
económico, con una población asalariada en 
aumento y una mayor presión de los trabajadores 
para organizarse. ¿Tiene sentido esta cifra? Veamos.

Uno. El MPTE basa su estimación sobre 
sindicalizados en el sector de los trabajadores 
asalariados privados, de empresas formales y que 
tienen su planilla registrada ante la Superintendencia 
Nacional de Administración Tributaria (SUNAT). 
Con este parámetro, para el MTPE el número de 
sindicalizados habría sufrido un descenso, pasando 
de 100 mil 636 sindicalizados en 2007, a 96 mil 51 
en 2009.  

Dos. De acuerdo a la información de la Encuesta 
Nacional de Hogares (ENAHO) –publicada 
por el Instituto Nacional de Estadística (INEI) 
sobre una muestra nacional que abarca a todos 
los sectores productivos y regiones–, el número 
total de trabajadoras y trabajadores organizados 
en asociaciones o sindicatos ascendería a 841 
mil 469 personas; esto es: el 5,3% de la Población 
Económicamente Activa Ocupada  (15 millones 544 
mil) y el 3% de la Población en Edad de Trabajar (PET) 
equivalente a 21 millones 926 mil de personas. 

Tres. ¿Por qué esta diferencia con los datos? Porque 
la ENAHO, a diferencia del Anuario del MTPE, es 
una encuesta nacional que recoge una muestra de 
toda la población, incorporando en su data a los 
trabajadores del sector público, a los trabajadores 
independientes organizados y a los otros asalariados 
de la economía informal. 

Cuatro. Los datos de la ENAHO nos permiten 
apreciar, además, que la tasa de sindicalización está 
concentrada en tres grandes categorías ocupacionales: 
empleados (10,2%), obreros (4,4%) y en trabajadores 
independientes (5,5%). El predominio de los 

empleados en la población sindicalizada se explica 
básicamente por la incorporación a la muestra de 
los trabajadores y trabajadoras estatales. El sector 
público incorpora a más de la mitad de los asalariados 
sindicalizados, lo cual modifi ca sustancialmente la 
cifra del MTPE.

Cinco.  Igualmente relevante resulta la incorporación 
de la mujer a la tasa de sindicalización. La información 
ofrecida por el MTPE –a partir de las  planillas 
electrónicas– arroja una participación femenina no 
mayor al 11% del total de sindicalizados.  Partiendo 

Fuente: ENAHO. Elaboración: PLADES.

¿Cuántos trabajadores o trabajadoras 
están sindicalizados en el Perú? 

de los datos de la ENAHO, la tasa de participación 
sindical de la mujer se incrementa hasta alcanzar el 
47% del total de sindicalizados. La incorporación de 
las mujeres organizadas del sector público, de las 
trabajadoras independientes y de las trabajadoras 
domésticas explica este incremento. 

Seis. La inclusión de los trabajadores independientes 
en la medición de la sindicalización puede ser 
objeto de polémica. Sin embargo, no deja de 
resultar interesante la incorporación de este sector 
en el análisis de la estructura sindical nacional, 
considerando la posibilidad de afi liación individual 
a sindicatos sectoriales, de rama o directamente a 
las centrales nacionales. PLADES está elaborando 
un informe detallado de la sindicalización en el país, 
que presentaremos próximamente (Giovanna Larco/
Carolina García).
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En efecto. Hace siete años Luis Del Río 
Reátegui, en ese entonces secretario general 
del Sindicato Unitario de Trabajadores de la 

Electricidad y Actividades Conexas de Lima y Callao 
(SUTREL), fue despedido intempestivamente por la 
transnacional Luz del Sur SAA. ¿De qué se le acusó? 
De difundir información considerada “confi dencial” 
de ciento veinte empresas que operan en el medio; 
una de ellas su empleadora. El “pecado” –de Luis, de 
su sindicato y de otras tantas organizaciones  sociales 
y laborales– fue poner en conocimiento público, 
por un lado, las condonaciones y  exoneraciones 
millonarias en el pago de impuestos que benefi ciaban 
a algunas de estas empresas, en perjuicio del Estado 
peruano, hecho que estaba detallado en el informe 
de la Comisión Investigadora del Congreso de la 
República sobre Delitos Económicos y Financieros 
cometidos entre 1990-2001. Por otro lado, Del Río 

Fuente: ENAHO. Elaboración: PLADES.

La justicia llega, pero tarda

Perú Total: Distribución de la Población Sindicalizada según Categoría Ocupacional y Sexo (2009)  
(Números absolutos)

denunció las precarias condiciones de trabajo en que 
laboraba el personal de las empresas eléctricas, que 
conocía bien en su condición de dirigente sindical. 
Pues bien: el 11 de octubre último, la Corte Suprema 
de la República declaró nulo el despido de Del Río y, 
lo más importante: instó a Luz del Sur a reponerlo 
en las labores que ejercía antes de ser despedido 
(Casación Laboral N° 4939-2009). Si bien creemos 
–como señaló Luis en una carta pública– que la 
suya es “una victoria de la clase trabajadora, que 
debe servir como ejemplo de que los derechos de los 
trabajadores se hacen (y se deben) respetar”, queda 
claro que lo dif ícil está por venir. Por lo pronto, 
la empresa está dilatando su reposición efectiva, 
y rechaza que el dirigente despedido integre la 
Comisión Negociadora de los Trabajadores de Luz 
del Sur. ¿Hasta cuándo?  
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Trabajan de manera autónoma, también como asalariados. Algunos son “emprendedore
una bodeguita, un pequeño taller, un puesto en el mercado. Otros la “guerrean” por la li

combi, de puerta en puerta, de plaza en plaza. Muchos lo hacen sin derechos ni benefi cio
o totalmente en la “informalidad”. En condiciones inseguras, improductivas, mal pagadas

el ambulante y la microempresa como salida a la crisis y la hiperinfl ación. Desde los nove
narcotráfi co y el contrabando, imparables acompañantes del crecimiento económico. Tra

considera importante ahondar en la comprensión y debate de este fenómeno complejo, y lo
a destacados investigadores que lo analizan desde una perspectiva que tiene al trab

como meta de la formalidad. 

J. 
Fe

rn
án

de
z-

M
al

do
na

do
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bajo decente

De sector informal a empleo 
informal 

El marco conceptual
El itinerario seguido desde el concepto de sector/
economía informal hasta el de empleo informal 
está muy vinculado a la lectura de la realidad que 
ha acompañado las acciones de la Organización 
Internacional del Trabajo (OIT). En un primer 
momento, concentrada en la noción de “excedente 
estructural de mano de obra”, el foco de atención se 
puso en la noción de sector y economía informal. 
El centro de análisis giraría alrededor de la unidad 
productiva. 

A comienzos de 2000, la incorporación y énfasis 
que se asignó a la noción de “trabajo decente” 
–cuyo objetivo se centraría en el puesto de trabajo, 
en el empleo y sus características básicas: contrato 
laboral, adscripción a algún seguro de salud y de 
pensiones– ha devenido en que el acento se pusiera, 
fi nalmente, en la categoría del empleo informal. 

Así, la noción de empleo informal acabó explicando 
al conjunto de los empleos informales dentro del 
cual caben tanto los que provienen de las empresas 
informales, como de las formales. Este giro fue 
muy pertinente, dado que pone la atención en la 
persona. 

En la aproximación tradicional sobre la informalidad, 
el centro del análisis era la unidad económica –la 
microempresa– y, como secuela de ello, sólo el 

Julio Gamero Requena
Economista, profesor de la UNI

Itinerario de un concepto y 
políticas para la superación 

del empleo informal
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patrono o empleador/conductor microempresario 
merecía la atención de los actores. Los trabajadores 
de ella aparecían “ocultos” por la orientación de las 
políticas. 

En el caso de las empresas formales, la fl exibilización 
laboral y la pérdida del enforcement de la autoridad 
de trabajo –como secuela de las reformas laborales 
fl exibilizadoras– han generado trabajadores sin 
coberturas sociales y empleo precario; situación 
que aparecía invisibilizada cuando la informalidad 
se circunscribía al sector económico.

El itinerario de la discusión conceptual, como 
es de suponer, tuvo su correlato en materia de la 
metodología estadística. En ella se pueden distinguir 
tres hitos:

1. El primero de ellos, las directrices de la XV 
Conferencia Internacional de Estadísticos de 
Trabajo (CIET, 1993), constituyen  el  punto 
inicial de referencia.
2. Un segundo hito se vincula con la 5ª 
Reunión de Expertos de Estadísticas del Sector 
Informal, el denominado Grupo de Delhi 
(2001). Se concluye en ésta que “La defi nición 
y medición del empleo en el sector informal 
tiene que ser completada con una defi nición y 
medición del empleo informal”.
3. Un tercer hito se relaciona con el marco 
conceptual para defi nir el empleo informal. 
Éste fue desarrollado por la OIT en el informe 
“Trabajo decente y economía informal”, 
preparado para la Conferencia Internacional 
del Trabajo de 2002, que fue aprobado por 
el denominado Grupo de Delhi en 2001. Se 
llegó a probar en varios países y se sometió 
a la XVII CIET (2003), donde fue adoptada 
como recomendación internacional que 
complementó la resolución de la XV CIET 
sobre el sector informal.

Ciclo expansivo y condiciones para la 
formalidad del empleo
Las cifras de la OIT y del Ministerio de Trabajo y 
Promoción del Empleo (MTPE) son las que proveen 
con regularidad información sobre la informalidad 

en el país. Teniendo diferencias, pero manteniendo 
igual la tendencia de la evolución de la informalidad, 
comparten el hecho que de 2002 en adelante se 
observa una disminución en la participación del 
sector informal. Similar situación se verifi ca de 
las Encuestas Permanentes de Empleo (EPE) del 
Instituto Nacional de Estadísticas e Informática 
(INEI). En éstas se verifi ca que el empleo se viene 
reduciendo en las microempresas, mientras que 
viene aumentando sostenidamente el empleo en las 
empresas de más de 10 trabajadores. Esto estaría 
suponiendo una reestructuración del mercado 
de trabajo de Lima metropolitana. El empleo en 
el sector formal viene creciendo y aumentando 
su participación en la PEA total, que es distinto a 
sostener que el empleo formal venga creciendo en 
igual proporción. 

Así, una tendencia muy clara que deja el último ciclo 
expansivo 2003–2008, es el aumento del empleo en 
el sector asalariado y, a su interior, en las empresas 
de mayor tamaño relativo. En cifras absolutas, se 
observa que la PEA ocupada creció igual que la PEA. 
Es decir: la demanda de trabajo llegó a absorber la 
oferta de trabajo que se presentó en dicho período. 
Lo característico de este ciclo es que una mayoría 
sustancial del empleo asalariado se localizó en las 
unidades de mayor tamaño. Así, en las empresas de 
más de 51 trabajadores se concentraron 3 de cada 4 
nuevos empleos generados (ver Gráfi co Nº 1).

Gráfi co Nº 1

Fuente: INEI, EPE 2002–2009.  Elaboración: Autor.

De otro lado, en términos de participación relativa 
en la PEA, se encuentra que el empleo localizado 
en las empresas de 1 a 10 trabajadores disminuyó 
en 8 puntos. Por su parte, el empleo en el segmento 
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de 11 a 50 trabajadores aumentaría en 1 punto 
y el resto –7 puntos– correspondió al aumento 
de la PEA ocupada en las empresas de más de 51 
trabajadores.

Lo anteriormente descrito es muy relevante. 
Primero, porque supone una ruptura frente a la 
tendencia de la década del noventa (en el sentido 
de un empleo localizado en la microempresa, 
autoempleo, informalidad); segundo, porque sienta 
las condiciones para que los empleos generados 
vayan acompañados de cobertura en materia de 
seguridad social y de pensiones. Lamentablemente, 
eso no habría ocurrido en su totalidad. Por ello, 
ahora se da la coexistencia de empleos informales 
en empresas formales. En 2008, por ejemplo, se ha 
identifi cado la presencia de 13% de los empleos en 
empresas medianas y grandes sin contrato alguno1. 

Tendencias en el empleo en condiciones 
de informalidad2

En términos relativos, el empleo informal ha venido 
disminuyendo durante el período analizado, pasando 
de 85,3% en 2002 a 79,2% en 2009. No obstante, la 
cantidad de trabajadores con empleo informal ha 
crecido –en este mismo período– en 1 millón 635 
mil 636 personas en este mismo período. 

Gráfi co N° 2

*Cifras preliminares.
Fuente: ENAHO-INEI. Elaboración: Autor.

1 Ver al respecto, Ministerio de Economía y Finanzas (MEF). Marco 
Macroeconómico Multianual 2010. 
2 Las cifras del 2009 corresponden a un estudio, aún no publicado, del 
Consorcio de Investigación Económica y Social (CIES) en el marco del 
proyecto WIEGO.

De acuerdo a la metodología utilizada3, es posible 
observar que existen trabajadores independientes 
califi cados con empleo informal (97%) o/y 
trabajadores no califi cados con empleos formales 
(0,2%). Igualmente, los asalariados con empleo 
informal representan la mitad de esta categoría (ver 
Gráfi co Nº 3).    

Gráfi co N° 3

Alrededor de un tercio del empleo informal está 
representado por trabajadores independientes no 
califi cados, seguidos de los trabajadores familiares 
no remunerados. En el caso de los trabajadores 
asalariados, estos se encuentran distribuidos más 
proporcionalmente entre empleos formales e 
informales.

De otro lado, la informalidad en el empleo 
guarda una relación estrecha con el tamaño de 
la unidad productiva. En el Gráfi co Nº4 se puede 
apreciar que en las empresas con menos de 10 
trabajadores, el empleo informal es más del 90% de 
la población ocupada. No obstante, se puede ver 
que en estas unidades económicas existe, aunque 
minoritariamente, empleo formal.  

3 Es la que se sustenta en la XVII CIET.

*Cifras preliminares.
Fuente: ENAHO-INEI. Elaboración: Autor.
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Gráfi co N° 4

*Cifras preliminares.
Fuente: ENAHO-INEI. Elaboración: Autor.

Las políticas para hacer frente a la 
informalidad
En materia de políticas orientadas a disminuir la 
informalidad, destaca como un hecho común a 
los dos tipos de países –los andinos y los del Cono 
Sur– la concentración de políticas vinculadas con 
la demanda de trabajo; es decir, con las condiciones 
de las empresas. Es probable que la asociación entre 
microempresa con informalidad haya infl uido en 
ello. Se parte del raciocinio siguiente: en la medida 
en que las microempresas –que son las depositarias 
principales de empleo informal– se formalicen, 
se formaliza el empleo. De ahí la concentración 
de políticas en el ámbito de la empresa como tal. 
Sin embargo, ese comportamiento lineal no se ha 
validado en la realidad.

En esta materia, el grueso de políticas se concentra 
alrededor de lo que se denomina simplifi cación de las 
barreras de acceso: simplifi cación de procedimientos 
y disminución de los costos de transacción. Un 
segundo conjunto de políticas se encuentra en 
el aliento a las articulaciones empresariales, 
promoción de clusters, conglomerados, etc.

En materia de políticas vinculadas con la oferta 
laboral, todos los países andinos le ponen el acento 
a la capacitación de la fuerza laboral. Para tal 
efecto, se señalan acciones vinculadas a programas 
específi cos de entrenamiento certifi cado, activación 
de los sistemas nacionales de capacitación y 
aprendizaje tecnológico, etc. Los países del Cono 

Sur, si bien comparten tales propuestas, ponen 
énfasis en el tema de la innovación y en la necesidad 
de contar con mano de obra con mayor califi cación 
relativa. Incluso, países como Uruguay –que tienen 
cobertura plena de la educación básica– inciden en 
tal aspecto.

En relación con la política económica, todos los 
países son cuidadosos en señalar que el equilibrio 
macroeconómico se debe mantener, pero inciden 
en la necesidad de potenciar políticas con mayor 
valor agregado y ponen énfasis en la competitividad 
a través de la promoción de la productividad. 
En buena cuenta, la tendencia general estaría 
desplazándose hacia la necesidad de diseñar e 
implementar políticas sectoriales.

Hay dos asuntos que aparecen transversales a todos 
los países en materia del marco regulatorio: i) la 
necesidad de fortalecer la inspección de trabajo; y 
ii) el generar un marco regulatorio –básicamente 
tributario– que tome en consideración las 
características de las microempresas. En el primer 
caso, existe el convencimiento de fortalecer la 
regulación –la fi scalización del trabajo– en tanto se 
ha tenido detrás políticas bastante fl exibilizadoras 
que no le pusieron el acento debido al cumplimiento 
de normativas laborales internacionalmente 
aceptadas como estándares básicos. Privilegiaron, 
en su momento, la efi cacia sobre la equidad. 

Cuantifi cada la dimensión del empleo informal, 
interesa indagar por sus causas, para afectarlas y 
coadyuvar a la solución de dicho problema. Cuando 
se busca analizar las causas del empleo informal, 
se está ante la presencia de dos subsectores: i) el 
vinculado al sector informal urbano (defi nición 
tradicional); y ii) el relacionado con el sector de las 
empresas formales. En ambos se pueden buscar 
interpretaciones colocando el énfasis en factores de 
la oferta laboral (características del capital humano), 
en la demanda de trabajo (características de las 
empresas) y en elementos de corte institucional 
(leyes laborales, presencia de sindicatos, reformas 
laborales).

El enfoque puesto en la oferta laboral –es decir, en las 
características del capital humano: nivel educativo, 
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edad y experiencia laboral– ayuda a distinguir 
la probabilidad de inserción en uno u otro sector 
económico. En dicho sentido, una persona con 
un nivel educativo superior al secundario tendrá 
más probabilidades de inserción en las empresas 
formales que en las informales. Que dicho nivel 
educativo determine la condición de empleo 
informal al interior de las empresas formales, es un 
asunto que no aparecería muy claro.

Puesto el enfoque en la demanda, un elemento 
determinante en la probabilidad o no de 
proveer empleos informales es la capacidad 
de la unidad productiva de generar sufi ciente 
excedente económico, lo cual pone el acento en la 
productividad: en la relación capital–trabajo. Entre 
las empresas formales e informales, este parece ser 
un elemento determinante. Entre unas y otras, la 
diferencia de productividad es bastante elevada. 
La productividad, así, marcaría la frontera entre las 
empresas formales y las informales.

En el caso de Lima Metropolitana, no habría razones 

por el lado de la oferta laboral –bajos niveles de 
califi cación, inexperiencia laboral– que puedan estar 
explicando el aumento en los empleos informales 
en el sector formal. Básicamente, serían elementos 
de índole institucional –debilidad en la inspección 
del trabajo, poca presencia de organizaciones 
sindicales, legislación laboral muy fl exible heredada 
de la reforma laboral de comienzos del  noventa– 
los que estarían detrás de la presencia de empleo 
informal en dicho segmento. 

Sin embargo, el notable crecimiento del sector 
moderno de la economía peruana estaría generando 
mejores condiciones para un cambio en el signo de 
los elementos institucionales. Como se ha observado, 
durante el ciclo expansivo la microempresa (de 
menos de 9 trabajadores) no ha sido la principal 
demandante de mano de obra asalariada. El empleo 
formal se recuperó en razón del incremento del 
empleo asalariado en las empresas de 10 a más 
trabajadores. Este crecimiento es el que ha venido 
formalizando el empleo de Lima Metropolitana. 
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Hoy en día trabajar en la informalidad es como jugar a la ruleta rusa (T&D)
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Contrastando las experiencias 
regionales ¿Qué políticas ayudarían 
a que se aumente la probabilidad de 
disminución de la informalidad? 
En general, las políticas que se vienen 
implementando en el Perú orientadas a la 
microempresa y el trabajo autónomo –en tanto 
espacios de concentración mayoritaria del empleo 
en condición de informalidad– guardan muchas 
semejanzas con las implementadas en otros países 
de la región; particularmente, en las políticas 
concentradas en la demanda y en la oferta laboral. 
Aunque presentan omisiones importantes que, en 
todo caso, evidenciarían la necesidad de recuperar 
políticas sectoriales o políticas específi cas con 
visibilidad presupuestaria.
 • En el caso de las políticas vinculadas con la 

demanda laboral, las omisiones en el campo de los 
servicios fi nancieros se vinculan con la ausencia de 
fondos de garantía efectivos que respalden el acceso 
al crédito de las microempresas e independientes, 
y con la disposición de capitales de riesgo para el 
inicio de nuevos negocios. La ausencia de un sistema 
de innovación nacional aparecería, también, como 
una carencia que se vincula con el énfasis que en 
otros países se estaría dando a la incorporación de 
políticas económicas que privilegien la generación 
de mayor valor agregado en la economía, como 
medio principal para la demanda de mayor trabajo 
formal. 
 • En el caso de un sistema de compras estatales, 

que aparece como política en otros países, cabe 
recordar que en el Perú se implementó un programa 
a comienzos de los años noventa y que tuvo éxito 
en ese momento, en términos de favorecer la 
asociatividad y articulaciones entre microempresas; 
observándose, a partir de ello, mejoras en la 
productividad de dichas unidades económicas. En 
el marco de la crisis fi nanciera internacional, dentro 
del Plan de Estímulo Económico se recuperó dicha 
iniciativa. Habría que convertirla en política.
 • Donde más diferencias se aprecia –en relación 

con los países de la región– es en el campo de 
las políticas económicas, reconociendo que las 
experiencias revisadas comparten la necesidad de 
mantener el equilibrio macroeconómico como una 
condición necesaria para el crecimiento sostenido. 

En otros países hay un señalamiento muy explícito 
hacia la necesidad de adoptar políticas sectoriales 
con una orientación clara a favor de la microempresa, 
en la promoción de sus eslabonamientos y con una 
apuesta clara por la innovación, lo cual supone la 
implementación deliberada de acciones a favor 
de la productividad de ese segmento empresarial. 
Elevar su productividad y aumentar su excedente 
económico, aparece como condición necesaria para 
una mejor inclusión en el mercado.
 • En el caso de las políticas vinculadas con el 

marco regulatorio, todas las experiencias ponen el 
acento en la necesidad de una mayor fi scalización 
por parte de la autoridad laboral. Incluso, algunos 
países señalan la necesidad de colocar a la inspección 
del trabajo como política de Estado (Argentina, por 
ejemplo). Esto impactaría –positivamente– en la 
disminución del empleo informal en las empresas 
formales, junto con el fortalecimiento de la actividad 
sindical.
 • Asimismo, reconociendo las restricciones 

económicas de parte de un segmento empresarial 
–la microempresa específi camente–, diversas 
experiencias señalan la necesidad de inclusión 
de políticas de tolerancia –permisividad, 
progresividad, regímenes especiales transitorios–, 
pero sin que esto suponga una abdicación en 
los derechos fundamentales del trabajo. La 
denominada progresividad en los derechos 
laborales –planteamiento formulado en  2007 
por el MTPE– podría encontrar ahí un referente 
regional aunque, quizás, en un sentido muy distinto 
al implementado en dichos países; particularmente, 
tras la consagración de permanente del régimen 
laboral especial (DL Nº 1086).
 • De otro lado, junto con la necesidad de un mayor 

enforcement de la autoridad de trabajo –lo que 
supone un reforzamiento en la función inspectiva 
del MTPE–, la realidad de la economía informal 
y de la concentración mayoritaria de los empleos 
informales en dicho sector, obligan a buscar políticas 
inclusivas, de cobertura social y pensionaria que 
no supongan necesariamente la condición laboral 
para el acceso a ellas. Los ejemplos de políticas no 
contributivas aparecen, en ese sentido, como el 
referente más cercano.
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Entrevista a Francisco Durand

“Solo miramos la pequeña 
corrupción. No la grande, que 
vincula a políticos y empresas”

Los peruanos consideran a la corrupción como el principal problema a resolver. Por 
lo general es asociada con los políticos y las instituciones del Estado. Poco se conoce 
-y se habla- de la corrupción de cuello y corbata, la que subordina el bien público 
a intereses privados e ilegales. Tampoco se dice que el crecimiento económico 
responde no  solo a las exportaciones y la inversión extranjera, sino también 
al aumento del narcotráfi co y  el contrabando.  ¿Cómo operan las economías 
delictivas en el Perú y cuáles son sus posibles consecuencias? Francisco Durand, 
sociólogo y profesor en la Universidad de Texas, conversó con Trabajo&Desarrollo 
sobre este fl agelo que, de no detenerlo, nos condena irremediablemente al 
subdesarollo.
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En tus libros sobre corrupción y grupos de 
poder hablas de un “Estado capturado”. 
¿Qué relación tiene con la corrupción?

Si ves la evolución reciente de la discusión sobre 
corrupción, tanto local como global, siempre ha 
habido un énfasis en el funcionario o el político 
corrupto. Esa es la imagen que tenemos en la retina. 
De algún modo, lo ocurrido con el presidente García 
refl eja eso: uno lo ve pasar, le grita “¡corrupto!” 
y se genera un confl icto. Pero la cuestión no es 
tanto el funcionario, el presidente o el ministro 
que han cobrado por hacer un favor, por facilitar 
una licitación; sino la red de relaciones que tienen 
estos funcionarios más allá del Estado. Entonces, el 
enfoque convencional del “funcionario corrupto” 
es muy limitado y superfi cial. Pienso que tenemos 
que ir a un enfoque alternativo que vea relaciones 
o redes de corrupción para tener una visión 
completa de la corrupción, de lo que signifi ca como 
práctica, de los ingresos extras ilegales que supone 
y la enorme ganancia que genera. Avanzaríamos 
bastante en la discusión. También tendríamos 
una idea más clara de los niveles de corrupción: 
porque una cosa es una coima de diez soles a un 
policía porque no se tiene brevete y otra es una 
coima por un millón de dólares a un general de la 
policía de alguien que maneja un laboratorio de 
narcotráfi co; o una coima de diez millones de quien 
está haciendo un proyecto de construcción por 300 
millones. Estamos hablando del mismo fenómeno, 
pero de dimensiones distintas. Muchas veces nos 
fi jamos en la pequeña y mediana corrupción, pero 
no en la gran corrupción. Y es ahí donde encuentras 
la relación entre empresas y gobierno. 

Has señalado que el sistema legal es 
permisivo con estas prácticas de corrupción 
y que, incluso, las favorece. ¿Cuáles son estas 
leyes que permiten la corrupción y cuándo 
es que comienzan a aplicarse?
La mayoría de los países –y es una cosa muy 
común– tienen bajos niveles de sanción a los white 
collar crime (crímenes de cuello y corbata), pero se 
es duro con alguien que tiene algo de marihuana 
en el bolsillo (a la tercera que lo agarran, va a la 
cárcel de por vida, imagínate el nivel de sanción). 
Sin embargo, hay un estafador en Nueva York que 
arma una pirámide, estafa a miles de personas por 
millones de dólares y termina en una cárcel especial 

con sanciones muy bajas. En el Perú incluso es 
peor porque ni siquiera se sanciona, o se sanciona 
muy poco. ¿Cuántos casos hemos sancionado por 
corrupción o por estafa? El único que recuerdo es 
el de CLAE: una pirámide con miles de estafados 
y una sanción muy pequeña. Entonces, hay esta 
debilidad del sistema que no considera este delito 
como algo malo o negativo; en parte, porque no 
conoce las consecuencias que genera, el enorme 
desperdicio de recursos, o los impactos a nivel 
macro o de largo plazo, que es el impacto en el 
subdesarrollo institucional en el cual vivimos. La 
corrupción carcome la institucionalidad del Estado 
y de la sociedad civil. Debemos fi jarnos en ese tipo 
de delitos, que pueden ser legales –la corrupción 
legal–, y comenzar a estudiarla, analizarla, para 
estar alerta e informar a quienes toman decisiones. 
Quizá crear un sistema normativo más avanzado.

Es lo que sucedió con el famoso Decreto 
Supremo N° 124–2000–DF, cuyos gestores 
fueron ministros que legislaron a favor de 
las empresas a las que después regresarían 
como funcionarios.
La gente no sabía que había una empresa –
Edelnor– que usó, en mi opinión de manera abusiva 
e incorrecta desde el punto de vista jurídico, este 
decreto para exonerarse del impuesto a la renta 
por cinco años consecutivos. Esto, bajo la gestión 
de Pedro Pablo Kuczynski (PPK). Años después, al 
fugar Fujimori, la SUNAT comienza a investigar la 
caída de la recaudación entre las grandes empresas, 
y descubre que hay empresas –las eléctricas y 
algunas mineras, como Barrick– que se han auto 
exonerado del pago de impuestos. Fue cuando el 
presidente Paniagua se atrevió a decir: “cobren los 
impuestos”. Esa gestión de la SUNAT, de la que fui 
asesor en ese periodo, fue duramente criticada; se 
intentó intimidarla antes de que hiciera la acotación, 
ya habiendo sido elegido como presidente Toledo 
y siendo voceados como ministros Kuczynski  y 
Raúl Diez Canseco. Ahí viene la famosa llamada 
por teléfono: “no hagan la acotación”, cuando no 
tenían la autoridad ni base moral. Entonces, al 
señor Kuczynski le parece bien, como presidente 
ejecutivo de una transnacional, que su empresa 
–a pesar que tiene utilidades– dejé de pagar de 
impuestos, porque ha interpretado –en mi opinión, 
incorrectamente, mañosamente, colusivamente– 
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un decreto que se lo permite. Y cuando esto se 
descubre, intenta intimidar a la SUNAT. Cuando 
fi nalmente llega al gobierno, desde el Ministerio de 
Economías y Finanzas (MEF), traba la aplicación de 
la SUNAT de una manera evidente: obstaculizó la 
acotación. Y él, como  ministro, tenía la obligación 
de pensar en el interés público y no en el privado. 
Cuando se perdió el caso en un tribunal –porque el 
arbitraje falló a favor de las empresas y se pagaron 
miles de dólares a los abogados que participaron 
en ese laudo– la SUNAT decidió abandonar esa 
línea de auditoría y concentrarse en aquellas no 
vinculadas al decreto, porque había perdido la 
batalla. El MEF, bajo gestión del Kuczynski creó una 
entidad llamada Defensoría del Contribuyente, para 
paralizar la acción de la SUNAT. Este señor, si no es 
el gato del despensero, ¿qué nombre le pondrías?

A eso llamas el Estado capturado. 
Exactamente. Cuando los grandes intereses se 
apropian del Estado y sacan leyes que favorecen a 
las empresas o evitan la acción de otras ramas cuya 
función es cobrar impuestos o regular. La premisa 
de la que parte Kuczynski es: lo que es bueno 
para las empresas, es bueno para el país, porque 
genera empleo y crecimiento económico. Todo 
lo que favorece al sector privado favorece al bien 
público. Ese es un error conceptual, fi losófi co. No 
necesariamente es así.

En esa línea de razonamiento, ciertos 
periodistas cuando aluden a la “corrupción” 
solo hablan de malos 
funcionarios…
Volvemos a lo mismo: 
quieren ocultar la relación 
entre gran empresa –que se 
benefi cia enormemente– y 
la corrupción que existe con 
el funcionario.  No quieren 
que esa trama de relaciones 
salga a la luz.

¿Es posible hablar de 
una vinculación entre 
régimen económico y 
corrupción?
Entre política económica y 
corrupción, sí. Porque según 

el tipo de política económica, que defi ne en dónde 
interviene o no el Estado, puede generarse espacios 
para la corrupción. Ha ocurrido con el populismo, 
con el modelo de industrialización por sustitución 
de importaciones (ISI), que generaba cierto tipo de 
corrupción: en el crédito, en la tasa de cambio, en 
los aranceles, en las protecciones, en el CERTEX. 
Ahora hay corrupción o colusión para evitar el 
pago de los impuestos o de otras obligaciones: la 
irresponsabilidad fi scal de las empresas, o de las 
personas, es más fuerte bajo la premisa neoliberal. 
Es decir: hay ganancias –“rentas” como se les 
dice técnicamente– que no tienen que ver con la 
operación gerencial de la empresa, sino con favores 
del Estado. En ambos tipos de gobiernos es probable 
que haya corrupción y colusión en compras públicas 
y de armas. Eso es común a todos los gobiernos, 
más allá de la política económica.

“La corrupción y la informalidad generan 
empleo, pero de mala calidad”

¿Todo tipo de informalidad contiene 
elementos de corrupción, aun cuando 
hablemos de pequeños montos?
El mercado funciona de acuerdo a reglas, o a ciertas 
“no–reglas”. Desde un punto de vista jurídico, 
tenemos agentes económicos que funcionan con 
la formalidad. Pero ahí donde se cumplen las leyes, 
puede haber corrupción legal, porque han legalizado 
la apropiación de recursos públicos. Puede haber 
casos excepcionales de corrupción abierta, por 
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ejemplo de coima, por parte de empresas privadas 
que están, por lo general, dentro de la normatividad; 
excepcionalmente, fuera de ella. También, en 
paralelo, existen economías informales donde los 
agentes económicos están en esa penumbra o zona 
gris donde algunas partes de su comportamiento 
es incumplimiento y otra es ilegal: no se registran, 
no cumplen con los requisitos de ley –en lo laboral 
esto es muy evidente–, pagan algunos impuestos 
pero otros no. Pero como crean empleo y se 
considera que el país no genera oportunidades para 
todos, se tolera esta transgresión (que, en todo 
caso, no tiene fi nes delictivos). Finalmente, hay 
economías delictivas que están claramente fuera 
de la ley y contra la sociedad. En esas economías 
delictivas –que hay muchas– tenemos tres grandes 
operaciones: narcotráfi co (producción de pasta, 
cocaína y venta de drogas de todo tipo), contrabando 
a gran escala; y piratería (o falsifi caciones). Tenemos 
una irrupción de la corrupción y de economías 
delictivas que contribuyen  a la generación de 
empleo y de ingresos, pero de peor calidad, donde 
hay menos protecciones laborales y donde priman 
relaciones de compadrazgo, típicas de economías 
que al margen de la ley, en parte porque la economía 
formal genera muy poco empleo. 

Últimamente se habla mucho de la infl uencia 
del narcotráfi co en el sistema político. 
¿Es real está preocupación? ¿Su magnitud 
merece que se hagan pactos éticos entre 
partidos políticos, contra la infl uencia del 
narcotráfi co? 
Estos pactos pueden ayudar, pero ayudan tanto 
como sacar una ley o cambiar la Constitución. Lo 
que quiero decir es que el problema del Perú no 
es la normatividad, es la práctica. Escribí un libro 
–El Perú fragmentado: formalidad, informalidad 
y economía delictiva (2007)– donde hablo de 
economías delictivas o niveles de transgresión de la 
ley. En el sector formal la transgresión es excepcional, 
en la informal se acrecienta; pero en la tercera, la 
trasgresión es total; es el caso de las economías 
delictivas. Las dos últimas están creciendo a un 
ritmo impresionante. El Perú se está convirtiendo 
en una suerte de Panamá o Paraguay, un centro de 
piratería donde es facilísimo instalarse en economías 
delictivas: por ejemplo, somos exportadores de 

billetes falsifi cados. Por eso tenemos un crecimiento 
extraordinario: no solo por la economía formal, 
las otras dos economías también está creciendo 
al mismo ritmo. En el primer gobierno de Alan 
García fue al revés: cayó la economía formal y  la 
economía delictiva –que comenzó a desarrollarse 
sistemáticamente– “acolchonó” la crisis junto 
con la informal. Ahora las tres están para arriba e 
impulsan el crecimiento.

¿Y se nutre de ello el sistema político?
¡Obviamente! La única manera de que estas 
economías informales y delictivas funcionen, es 
con coima. Insisto que deben haber crecido, a una 
escala geométrica. Por ejemplo, el narcotráfi co. El 
Perú comienza a producir mayor niveles de coca 
a partir del 2000-2001. Por la policía nacional 
sabemos que antes, dos tercios de la interdicción 
eran de pasta y un tercio de cocaína. Eso se invierte 
a partir de 2005. Informes de las Naciones Unidas 
confi rman que nuestra capacidad de producción 
de coca y cocaína está alcanzando a Colombia, que 
es el primer productor de cocaína ilegal. ¿Dónde 
están los laboratorios? Porque, para que estos 
laboratorios funcionen de manera regular, quiere 
decir que deben haber “aceitado” cuanto mecanismo 
de poder existe, aparte de los precursores químicos 
que circulan libremente y que tampoco son 
fi scalizados. Igual sucede con el contrabando que 
nunca investigamos: la policía nunca saca una lista 
con la foto de los principales contrabandistas del 
país; menos de la economía de la piratería. O los 
que hacen billetes. Esas son operaciones a gran 
escala, a veces vinculados al narcotráfi co, a veces 
“independientes”.

¿La nuestra es una sociedad permisiva con la 
corrupción?
Altamente. Vivimos de ella. Los políticos viven 
de ella. Creo que estas tres economías mueven 
aproximadamente US$ 3 mil millones al año, que 
es una cifra conservadora. Calculo que un 20% se va 
en coimas; si es así, hablamos de US$ 600 millones 
al año que entran a los bolsillos de funcionarios. En 
México, que controla el acceso al mercado de droga, 
el FBI ha estimado pagos de un millón de dólares al 
mes a generales y funcionarios. Estamos camino a 
ser como México.
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Sin embargo, en las encuestas la corrupción 
aparece como el principal problema del país. 
Incluso por sobre el problema del empleo.
Aparece, pero no se combate. Es parte de la 
permisividad. Como genera empleo, como nos hemos 
acostumbrado a ella y aceptado la transgresión, en 
parte por necesidad o sobrevivencia, se ha instalado 
entre nosotros. La generación de los ochenta no 
tiene un sentido de culpa muy fuerte. Todo eso ha 
generado la permisividad.

“La victoria de Villarán expresa un 
desgaste y cansancio con la forma de 
gobernar de la derecha”

En las últimas elecciones municipales  
apareció y ganó una opción política de 
izquierda, progresista, en Lima. Sin embargo, 
para algunos el voto por Susana Villarán 
respondería más a su simpatía y carisma, y 
no a un voto ideológico. ¿Es realmente así?
Creo que es una mezcla de factores. No se puede 
descartar el hecho de que Villarán viene de las 
canteras de la izquierda, se autoidentifi ca como 
una candidata de izquierda moderna y tienen un 
programa que no es conservador ni populista de 
derecha. Sin embargo, el factor que le signifi ca más 
votos no es ese sector pensante o identifi cado con un 
programa. Más que una candidatura programática, 
es una candidatura carismática. Pero no se puede 
descartar que haya un factor  ideológico, de cierta 
simpatía a ideas alternativas. Es decir; hay un 
desgaste y  una fatiga con las ideas de la derecha. 
Con la manera colusiva como maneja la derecha 
el país, que se reúne con los grandes empresarios 
–como estaba ocurriendo con Lourdes Flores y 
los potoaudios– para hacer arreglos valiéndose 
del sistema legal. Creo que hay un rechazo a eso. 
Y como nadie plantea una alternativa (exceptuando 
candidatos como Susana Villarán), hay una empatía 
con esa cosa de renovación, una nueva cara 
simpática, con gran capacidad mediática. Hay una 
mezcla entre lo nuevo (que tiende a predominar) y 
lo viejo, lo programático (ojo que lo ideológico no 
ha desaparecido). Lima se consideraba  una plaza 
fuerte de los sectores de derecha conservadora 
y de pronto hay una candidatura alternativa o a 

la izquierda (hay candidatos que se ponen a la 
izquierda de la derecha, que no es lo mismo). Esto 
sacude y cambia totalmente el mapa político del 
país y surge la posibilidad por lo menos en Lima de 
una candidatura alternativa que no es “antisistema”. 
Una candidatura alternativa, popular, transparente 
y ética. De mayor acceso al poder por parte de los 
representados, no solo de las élites. Hay espacio 
para ello.

¿Este clima electoral de Lima puede 
homologarse a lo sucedido en algunas 
regiones, en el sentido que algunos 
candidatos que se presentan como 
progresistas, ganan gobiernos regionales y 
provinciales importantes –caso de Cuzco, 
Junín,  Cajamarca o Arequipa–, abriendo 
espacio para candidaturas críticas al modelo 
en la próximas elecciones?
Creo que hay algo de eso, aunque cada escenario 
regional es diferente. Cada región tiene sus propias 
líderes y organizaciones. Los partidos nacionales 
son coordinadores donde muchas veces el caudillo 
regional, el dirigente y la organización local tienen 
más peso que el partido nacional sobre ellos (que 
es lo opuesto a lo que ocurría en los noventa 
cuando todavía teníamos un sistema de partidos 
defi nido). Que hay sectores del pueblo, incluso de 
la clase media–profesional, que están cansados de 
tener gobiernos de los ricos o empresariales que 
privilegian la inversión privada y que consideran que 
todo aquello que la favorece, es bueno para el país. 
Aún cuando al mismo tiempo se genera empleo y 
hay mayor crecimiento económico, se dan una serie 
de consecuencias negativas, de privilegios y favores 
que son inaceptables. Me parece que en los casos 
donde hay megaproyectos eso es muy visible. Por 
ejemplo Cajamarca, o en el Sur. 

Mucha gente comparte esta visión. Es lo que 
expresa Villarán. Es lo que podría darse si existiera 
un partido, frente o movimiento en las próximas 
elecciones. En la última elección Humala sacó 47% 
de los votos cuando hubo una ofensiva mediática 
de igual ferocidad –o mayor aún– que la que tuvo 
Susana. Aún así, casi la mitad del país votó por esa 
candidatura. 

Tema Central

(EFM)
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que visita, que lleva a sus familiares al extranjero. Es 
una clase media peruana en el exterior emergente, 
probablemente vista como clase baja, pero para 
los estándares peruanos yo los veo como un 
nuevo componente de la clase media. Los mitos 
capitalistas modernos giran en torno al crecimiento 
de los sectores medios.

¿Encuentras una contradicción en este 
proceso que expresa simultáneamente altos 
índices de desigualdad económica y esta 
suerte de democratización de la sociedad? 
¿Se pueden dar en paralelo esos procesos?
La sociedad se ha democratizado hasta cierto 
punto: por ejemplo, en el acceso a la educación 
con las universidades peruanas de nuevo tipo (no 
todas buenas). Se han democratizado incluso las 
universidades elitistas (la Universidad Católica 
tiene ahora más gente del Cono Norte que de otras 
partes del país). Se ha democratizado también el 
consumo: en los centros comerciales que antes 
era exclusivos de ciertos sectores –Ripley, por 
ejemplo–, ves gente de origen popular emergente. 
Es un cambio interesante. Pero la pregunta es 
si el cogollo de la clase alta peruana: la que tiene 
un origen aristocrático y europeo, que hizo luego 
empresa, dinero, que son miembros del clubes 
exclusivos, aquellos que mandan a sus hijos a 
colegios privados y hacen fi estas exclusivas… ¿Ese 
grupo es abierto a esta clase media emergente o 
habla nada más de eso? ¿Notas que la membrecía 
en los clubes del golf ha cambiado? Ahí la entrada 
implica no sólo tener dinero, sino pasar por el 
fi ltro de selección del comité de vigilancia. Siguen 
siendo un espacio cerrado. Entonces, hay una 
contradicción. Las prácticas sociales elitistas y sus 
maneras de socialización siguen siendo exclusivistas 
(eso es lo que entendemos por “pituco”: un miembro 
de clase alta con dinero, generalmente blanco, con 
apellido, que ha estudiado en ciertos colegios y 
que solo trata con gente de su clase, que evita el 
contacto abierto con los demás). La pituquería es 
un sistema de exclusión y aislamiento social: viven 

Ha surgido una clase media emergente en 
Lima y en algunas capitales de provincia, 
que ha llevado a algunos a hablar de una 
“democratización” o “modernización” de 
la sociedad, proceso que ha permitido que 
algunos sectores benefi ciados por el boom 
exportador, la estabilidad económica y el 
consumo, tensionen las fronteras sociales. 
¿Qué hay de cierto en ello? ¿En qué sentido 
este discurso refl eja la realidad? 
Es cierto que la sociedad ha cambiado: las 
condiciones materiales de toda la estructura 
social han cambiado de arriba hacia abajo. No 
solo por los tipos de ingreso, sino por los tipos 
de consumo. Ahora hay muchos más ricos; hay 
ricos más ricos. Ahora también tenemos un sector 
yuppie, que es un término que se acuñó en los 
Estados Unidos, de jóvenes profesionales urbanos 
de clase media o media alta, gerentes, consultores 
o expertos mediáticos que son profesionales  bien 
remunerados. Pero esos no salen de los sectores 
emergentes y populares, porque eso requiere dos 
requisitos. Primero: alto entrenamiento académico, 
que les es dif ícil, sobre todo en el extranjero. Dos: 
implica conocer otro idioma (inglés, francés, 
alemán), haber estudiado en determinados colegios, 
lo que requiere redes sociales que ellos no tienen. 
Este grupo es de clase media tradicional, blanca, 
que está muy bien ubicada laboralmente (como los 
staff  de abogados, consultoras). Al mismo tiempo 
hay un grupo que se llama “emergente”, que es un 
sector que tiene un origen popular –provinciano, 
con un fuerte componente étnico andino (que está 
predominando demográfi camente), que es parte de 
la nueva clase media, muchos de ellos profesionales 
que estudian en la universidad pero que todavía 
no llegan a esos niveles. Pueden ser también 
empresarios (últimamente se ha desarrollado esta 
ideología de los emprendedores, que es una forma 
moderna del individualismo). Finalmente existe 
el sector que se ha ido fuera del país; que a veces 
regresa –la diáspora peruana– representada por 
una clase media global peruana que manda dinero, 

“Los mitos capitalistas modernos giran en torno al crecimiento 
de los sectores medios”
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en una burbuja; es lo que se ve en las playas de Asia. 
¿Hasta qué punto eso ha cambiando? Existe un 
discurso democrático a favor de la inclusión y de 
la responsabilidad social. Incluso los pitucos se han 
“achorado” musicalmente, como antes ocurrió con 
el vals: han asimilado la música popular. Eso está 
bien. Pero no hay roce social. 

Se habla mucho del “milagro peruano”. 
¿Desde afuera cómo se ve al Perú?
Se le ve como un caso de crecimiento extraordinario, 
y nada más. Esta opinión ha sido conformada por 
los propios empresarios; por las corporaciones que 
tienen inversiones o quieren invertir en el Perú. 
Y por el propio gobierno peruano. Hace poco vi 
un encarte en el periódico USA Today, donde se 
difundía una imagen del Perú que “crece, crece, 
crece”. Eso es lo único que hay. De eso hemos tenido 
mucho antes. La vieja palabra era “auge”. Auge 
guanero, algodonero, minero. Estamos, entonces, 
en ese “auge”.

¿Y lo gastronómico no forma parte de ese 
“auge”?
Esa es probablemente la transformación cultural 
empresarial más interesante que ha ocurrido. Nos 
hemos dado cuenta que tenemos capacidades y 
ventajas comparativas que pueden ser desarrolladas 
empresarialmente y que expresan una cultura 
nacional. Ahí estamos inventando algo. Estamos 
creando algo que es peruano, que nos da orgullo 
y da dinero. Que articula al más rico, que le gusta 
comerse un ceviche en el Callao, con un pobre 
que lo come probablemente al lado, en el mismo 
restaurante. Lo que necesitamos para desarrollarnos 
no es –sólo– gastronomía, sino astronomía. ¿Cuál 
es el estado de las ciencias? ¿Qué hacemos con el 
Concytec? Dime una universidad que investigue 
sistemáticamente; que tenga científi cos. Jaime 
de Althaus habla de la “revolución capitalista”. 
Revolución quiere decir un salto al desarrollo 
generado por nuevas tecnologías. ¿Qué tecnologías 
hemos inventado, salvo la gastronómica? ¿Dónde 
están los inventos? Compramos tecnología, no la 
desarrollamos (EFM)

Tema Central
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La migración laboral, precaria e informal, también es parte del auge (T&D)
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La informalidad laboral en Perú
A pesar del signifi cativo crecimiento del empleo 
formal registrado en los últimos años –6,2% anual en 
promedio en el ámbito urbano en el período 2006-
20091– la tasa de informalidad laboral2 (defi nida 
como el porcentaje de trabajadores asalariados no 
registrados en planilla) se ha mantenido en niveles 
elevados, alcanzando el 63,5% –3 millones 28 mil 
385 trabajadores– el año 20093.

Esta situación es especialmente grave en los 
segmentos empresariales de menor tamaño 
–como la micro y pequeña empresa–, donde se 
registran tasas de informalidad laboral del 92,4% 
(2 millones 50 mil trabajadores) y 58,8% (799 mil 
876 trabajadores)4, respectivamente. Esto a pesar 
de los regímenes laborales especiales que reducen 
signifi cativamente los benefi cios laborales de los 
trabajadores de estos sectores, respecto de los 
comprendidos bajo el régimen laboral común de la 
actividad privada (D. Leg. Nº 728).

En este escenario, no deja de sorprender la elevada 
tasa de informalidad laboral observada en la gran 
empresa (15%)5; considerando sus mejores niveles 
de productividad y, por tanto, su mayor capacidad 
para asumir los costos laborales derivados de la 
regulación laboral general. 

Entre las causas de la informalidad laboral podemos 
identifi car los paupérrimos niveles de productividad 
observados en el segmento de la microempresa y en 
parte de la pequeña empresa, lo que difi culta cubrir 
los costos laborales derivados del régimen general, 
y no necesariamente el hecho de que los benefi cios 
laborales sean (supuestamente) onerosos. Un dato a 
considerar es que el producto por trabajador en las 
microempresas representa sólo el 12% del registrado 
en las empresas con más de 20 trabajadores6.

1 Encuesta Nacional de Variación Mensual del Empleo (empresas 
privadas de 10 o más trabajadores). Ministerio de Trabajo y Promoción 
del Empleo (MTPE). 
2 En el sector privado.
3  Instituto Nacional de Estadística e Informática (INEI). Encuesta 
Nacional de Hogares sobre Condiciones de Vida y Pobreza (ENAHO) 
2009. 
4 INEI. Op. cit.
5 De acuerdo a la ENAHO 2009 son 178,605 trabajadores. 
6 Estimaciones efectuadas  Norberto García (2007). “Remuneración 
mínima, MYPE y canasta básica”. http://www.mintra.gob.pe/. Revisado 
al 2 de diciembre del 2010.

Lamentablemente, en nuestro país ha predominado 
el enfoque de reducción de los benefi cios laborales 
–o costos laborales no salariales desde el punto 
de vista económico– como principal herramienta 
para promover la formalización de la empresas; 
en desmedro de políticas de fomento que alienten 
la productividad (promoción de la inversión en 
capital f ísico, innovaciones, tecnología, capital 
humano y mejora de la organización del trabajo), 
que favorezcan el desarrollo de las empresas y de 
los trabajadores y de esta forma avanzar hacia una 
reducción sostenida de la informalidad laboral.

La informalidad laboral se ve refl ejada en los escasos 
niveles de protección social en salud y pensiones 
que alcanzan los trabajadores asalariados7: sólo el 
54,4% de ellos se encuentra afi liado a un seguro de 
salud (2 millones 595 mil trabajadores) y el 41% a un 
sistema de pensiones (1 millón 955 mil trabajadores). 
Esta situación resulta especialmente grave en los 
segmentos empresariales de menor tamaño –como 
la microempresa– donde únicamente el 37,4% de 
trabajadores está afi liado a un seguro de salud (830 
mil 330) y el 15,2% al sistema de pensiones (336 mil 
835)8.

Otra consecuencia de la informalidad laboral es 
la elevada proporción de asalariados que perciben 
remuneraciones inferiores a la mínima9 (36%)10 
–especialmente en la microempresa (57,2%)11–; 
así como la signifi cativa tasa de subempleo 
(44,4%)12 que mide la proporción de la población 
económicamente activa13 (PEA) que labora menos 
horas de las deseadas o percibe ingresos laborales 
mensuales que no cubren la mitad de la canasta 
básica familiar.  

Cabe mencionar, fi nalmente, la informalidad laboral 
“escondida”. Esta implica el uso desnaturalizado 
de las modalidades de contratación a plazo fi jo14, 
7 En el sector privado.
8 INEI. Op. cit.
9 En el sector privado
10 Según INEI. Op. cit., son 1’717,488 trabajadores. 
11 Idem., 1’269,080 trabajadores.
12 Ibidem., 7’080,641 trabajadores. 
13 Población en edad de trabajar (14 o más años de edad) que se 
encuentra trabajando o buscando trabajo.
14 Las modalidades de contratación a plazo fijo absorben al 69,3% (un 
millón 203 mil 104 trabajadores) del total de asalariados registrados en 
planilla en el sector privado, lo cual sugiere un uso desnaturalizado de 
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cuestionados por los efectos negativos en el 
mercado de trabajo: desigualdad de ingresos entre 
trabajadores de una misma categoría pero con 
diferente modalidad contractual, bajas tasas de 
sindicación y negociación colectiva; alta rotación 
laboral, que supone una reducción de la duración 
media del empleo (mayor inseguridad laboral) y de 
los niveles de capacitación (menor productividad); 
menor cobertura en los mecanismos de protección 
social; y el estancamiento de las remuneraciones 
reales (al afectar el poder de negociación de los 
trabajadores)15.

Los efectos en la protección social
Los factores principales que afectan los sistemas 
contributivos de seguridad social en materia de 
salud y pensiones son propios del mercado de 
trabajo; entre ellos podemos mencionar la elevada 
tasa de informalidad laboral, la fuerte presencia del 
autoempleo y del trabajo familiar no remunerado (con 
predominio en las zonas rurales), el alto porcentaje 
de afi liados que no cotizan regularmente, los bajos 
ingresos de la población y la escasa densidad de las 
cotizaciones a lo largo del ciclo laboral por efecto de 
la alta rotación laboral. 

La estructura del mercado de trabajo en nuestro 
país es determinante en la generación de profundas 
desigualdades a nivel de ingresos y en el acceso a 
mecanismos de protección de contingencias, como 
la seguridad social. 

Al año 2009, sobre una PEA ocupada de 15 millones 
316 mil personas, sólo el 26,5% tenía acceso al 
sistema de pensiones y el 54,7% accedía a servicios 
de salud (ver cuadro). 

Como se puede apreciar, la informalidad laboral 
–defi nida como el incumplimiento o la ausencia de 
cobertura de la regulación– es la causa principal de 
la baja cobertura de los sistemas de protección social 
que, al menos en lo que se refi ere a los sistemas de 
pensiones, despliegan su protección sobre la base 

ese régimen laboral; siempre según datos de INEI. Op. cit.
15 Para una revisión más a fondo de los efectos negativos de la política 
de fomento del empleo temporal, sugerimos revisar  Cuadros Luque, 
Fernando y Sánchez Reyes, Christian: “La contratación temporal en el 
Perú: la informalidad escondida”. En: Asesoría Laboral. Diciembre de 
2007.

de la existencia de un contrato de trabajo. Esto 
signifi ca que un sector importante de la población 
–los asalariados no registrados en planilla y los 
trabajadores independientes16– no tenga acceso a 
un sistema de pensiones. En cuanto a la protección 
social en salud, la política de aseguramiento 
universal marcaría una tendencia distinta al tener 
como uno de sus ejes centrales la extensión de la 
cobertura a los trabajadores independientes.
   
Por lo demás, las altas tasas de informalidad 
laboral también generan un efecto perjudicial en el 
fi nanciamiento de la protección social, al traducirse 
en una menor recaudación de los sistemas 
contributivos. 

Esta exclusión implica un trato diferenciado 
incompatible con nuestra Constitución. Viola el 
principio de universalidad17 de la seguridad social 

16 Al año 2009, de un total de 4.769.111 asalariados privados, sólo 
el 54,9% de ellos contaba con un seguro de salud; mientras que en 
los independientes, de un total de 5.585.477, únicamente el 48,3% 
estaba cubierto por un sistema de salud. En pensiones, sólo el 41% 
de los asalariados privados tenía acceso a algún sistema, mientras 
que únicamente el 13,8% de los independientes gozaba de cobertura; 
siempre según datos de la ENAHO 2009. 
17 Definimos el principio de “universalidad” de la siguiente manera: 
“En sus dos vertientes (la objetiva y la subjetiva). La objetiva significa 
que la seguridad social debe cubrir todas las contingencias (riesgos) a 

Perú: Tasa de afi liación de la PEA Ocupada al 
Sistema de Prestaciones de Salud y Pensiones 
según Categoría Ocupacional, 2009

Categoría 
ocupacional

Tasa de 
afi liación a un 

seguro de salud

Tasa de afi liación 
al sistema de 

pensiones

PEA 
ocupada en 
cada grupo

Asalariado privado 54,9% 41,0% 4´769.111

Asalariado público 85,8% 81,4% 1´202.469

Independiente 
califi cado 43,5% 38,6% 229.655

Independiente no 
califi cado 48,5% 12,8% 5´355.823

Empleador o 
conductor de 
empresas

40,2% 24,2% 846.557

Trabajador familiar 
no remunerado 61,5% 4,1% 2´303.240

Trabajador del 
hogar 41,4% 8,4% 464.100

Resto 
(practicantes, etc.) 53,4% 13,5% 145.175

Total (PEA 
ocupada) 54,7% 26,5% 15´316.129

Fuente: INEI. ENAHO, 209
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y afecta el principio de integralidad, al privar a un 
gran sector de la población del acceso a mecanismos 
de protección social en salud y pensiones. 

Si pretendemos medir la progresividad del derecho 
a la seguridad social, podemos concluir que el 
Estado peruano se encuentra en una situación de 
défi cit; y que conforme a lo expuesto por el Comité 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 
de las Naciones Unidas, no estaría procediendo 
de la manera “más expedita y efi cazmente” en 
la ampliación de la cobertura de la seguridad 
social, afectando la garantía de acceso universal y 
progresivo cumplimiento que contiene el Artículo 
Nº 11 de la Constitución18.     

Agenda propuesta
El Estado Peruano no ha tenido éxito en la reducción 
signifi cativa de la informalidad en el mercado de 
trabajo. El eje central de una política pública de 
promoción del empleo debe estar en el concepto de 
trabajo decente, componente esencial del bienestar 
colectivo en una economía social de mercado19. 

las que está expuesto el hombre que vive en sociedad. La subjetiva, que 
todas las personas deben estar amparadas por la seguridad social. Este 
principio deriva de su naturaleza de Derecho Humano Fundamental”. 
Murro Oberlin, Ernesto Ramón. El dilema de la seguridad social en 
el Cono Sur. Oficina Internacional del Trabajo. 2004; p. 24. Sobre 
este principio, cabe recordar que mediante sentencia recaída en el 
Expediente N° 1417-2005-AA/TC (Caso Manuel Anicama Hernández), 
el Tribunal Constitucional ha realizado una definición de la seguridad 
social como la garantía institucional que expresa por excelencia la 
función social del Estado. Se concreta en un complejo normativo 
estructurado al amparo de la doctrina de la contingencia y la calidad 
de vida. Por ello, requiere de la presencia de un supuesto fáctico al 
que acompaña una presunción de estado de necesidad –cese en el 
empleo, viudez, orfandad, invalidez, entre otras– que condiciona el 
otorgamiento de una prestación pecuniaria y/o asistencial, regida por 
los principios de progresividad, universalidad y solidaridad, y fundada 
en la exigencia no sólo del mantenimiento, sino en la elevación de la 
calidad de vida”. 
18 Al respecto, cabe añadir lo dicho por el TC en la Sentencia recaída 
en el Expediente Nº 2016-204-AA/TC, Caso José Luis Correa Condori: 
“Si bien es cierto que la efectividad de los derechos sociales requiere 
un mínimo de actuación del Estado a través del establecimiento de 
servicios públicos, así como de la sociedad mediante la contribución 
de impuestos, ya que toda política social necesita de una ejecución 
presupuestal, también lo es que estos derechos derivan en obligaciones 
concretas por cumplir, por lo que los Estados deben adoptar medidas 
constantes y eficaces para lograr progresivamente la plena efectividad 
de los mismos en igualdad de condiciones para la totalidad de la 
población”. Al respecto, ver VIDAL BERMÚDEZ, Álvaro y Sánchez, 
Christian. Sistema Privado de Pensiones y Derecho a la Seguridad 
Social.   
19 Fundamento N° 44 de la Sentencia del TC, recaída en el caso Colegio 
de Abogados del Cusco y del Callao, y más de cinco mil ciudadanos 
contra el Congreso de la República. 

Se requiere para ello: i) articular los esfuerzos 
realizados por la SUNAT (encargada de recaudar 
las contribuciones al seguro social de salud y al 
sistema nacional de pensiones), por el Ministerio 
de Trabajo y Promoción del Empleo, la Ofi cina 
de Normalización Previsional y el Ministerio de 
Salud (a cargo de la política de aseguramiento 
universal en salud). Otras estrategias de política 
que pueden contribuir a reducir la informalidad, 
son: ii) la adopción de esquemas de presupuesto por 
resultados que vinculen el cumplimiento de metas 
concretas en la reducción de la informalidad, con el 
incremento de presupuesto al MTPE; iii) la creación 
de incentivos económicos para los funcionarios de la 
inspección del trabajo vinculados al cumplimiento 
de metas en la reducción de la informalidad; iv) 
el intercambio y articulación de información que 
poseen diversas entidades públicas, entre otras.
 
Asimismo, consideramos que para promover 
el desarrollo económico y la formalización 
de las empresas, el Estado debe implementar 
políticas de promoción empresarial que apunten 
–principalmente– al fomento de la inversión en 
capital f ísico, a la innovación tecnológica, a la 
formación de capital humano y a la mejora de la 
organización y gestión del trabajo. El objetivo debe 
ser dotar de mayor generación de valor agregado 
a la producción y un incremento sostenido de la 
productividad; lo que redundaría en una mejora 
de la competitividad, al crecimiento económico 
de largo plazo y –de darse ciertas condiciones– a 
remuneraciones reales y empleo de calidad. 

Finalmente, creemos que es necesario establecer 
mecanismos que faciliten e incentiven el acceso 
al sistema de protección social en pensiones al 
segmento de trabajadores autónomos y de escasos 
recursos, mayoritario en el país.  Planteamos 
para ello la creación de un esquema previsional 
parcialmente subsidiado por el Estado, así como 
la vinculación y afi liación de dicho sistema, con 
benefi cios en materia de servicios de desarrollo 
empresarial ofrecidos por el Estado.
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El proceso de descentralización perece 
tener como próximo paso la transferencia 
de las funciones en materia de trabajo y 

promoción del empleo del Ministerio de Trabajo y 
Promoción del Empleo (MTPE) a la Municipalidad 
Metropolitana de Lima (MML). De hecho, gran 
parte del marco normativo que hará posible dicha 
transferencia ha quedado defi nido: la Ley de 
Organización y Funciones del Ministerio (Ley N° 
29381) ha delimitado las competencias y funciones 
que el Ministerio compartirá con los gobiernos 
regionales y locales; e incluso, ha creado las 
Direcciones Regionales de Trabajo y Promoción del 
Empleo de Lima (provincias), del Callao y de Lima 
Metropolitana que, solo en tanto no se culminé 
con el proceso de transferencia, conservarán 
su condición de  órganos desconcentrados del 
MTPE. A esto se suma el propósito manifi esto de 
la candidata ganadora de los comicios en Lima 
Metropolitana –Susana Villarán– de acelerar el 
proceso de trasferencia. 

Con esto, parece inminente que una parte 
considerable de los servicios que el MTPE prestaba a 
trabajadores y empleadores en Lima Metropolitana 

Los retos de la Municipalidad Metropolitana de Lima 
en materia de trabajo y promoción del empleo  

serán gestionados muy pronto por  la Municipalidad. 
Y aunque poco se haya debatido sobre este tema en 
la campaña electoral, su importancia no es menor: 
Lima Metropolitana contribuye a la generación 
de cerca del 47% del PBI nacional y concentra 
más de 30% de la PEA ocupada. Pero también, 
proporcionalmente a la dimensión que tiene Lima 
Metropolitana respecto del país en su conjunto, 
los problemas que enfrenta la Administración del 
Trabajo en Lima Metropolitana y las actividades 
que desarrollan son considerables. Según el INEI, 
de cada 100 personas que integran la PEA de 
Lima Metropolitana, 42 están subempleadas: 14 
subempleadas por horas (trabajan menos de 35 
horas a la semana por causas involuntarias) y 28 
subempleadas por ingresos, mayormente en la 
MYPE (trabajan 35 ó más horas a la semana pero 
con ingresos inferiores al valor de la canasta mínima 
de consumo familiar por perceptor de ingresos). 
Además, 8 de cada 100 personas que integran la 
PEA están desempleados y el ingreso promedio 
de las mujeres representa sólo el 66% del ingreso 
de los hombres. La Dirección Regional del Lima 
(DRL), objeto de transferencia a la MML, concentra 
al 55% de las empresas registradas y al 70% de los 

¿Luz  verde  para el 
cambio?
Edgardo Balbín
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trabajadores reportados en planilla electrónica a 
nivel nacional. Además, a la DRL se comunicaron el 
20% de las huelgas llevadas a cabo a nivel nacional 
en 2009 y se presentaron y registraron el 50% de los 
pliegos presentados y registrados. Cerca del 50% de 
los inspectores del trabajo desarrollan actuaciones 
en Lima Metropolitana.

Como se ha indicado, la transferencia supondrá 
el ejercicio compartido –entre el MTPE y la 
MML– de determinadas funciones; todas ellas 
de relevancia para lograr el objetivo del trabajo 
decente. La Ley Orgánica establece, entre otras 
funciones compartidas, garantizar la efectividad de 
los derechos fundamentales en el trabajo (incluido 
el derecho de libertad sindical); promover la 
conformación de espacios de diálogo y concertación 
social; desarrollar acciones a favor de la promoción 
del empleo y la formación profesional, así como el 
adecuado desarrollo de la inspección del trabajo; 
la prevención y solución de confl ictos laborales, la 
difusión de la normativa laboral, la defensa legal y la 
asesoría gratuita del trabajador. La Municipalidad 
gestionará los servicios vinculados al desarrollo 
de estas funciones dentro de su jurisdicción, pero 
dentro del marco de una política nacional en cuyos 
contenidos también podrá infl uir. Esto requerirá 
hacer efectivos mecanismos de articulación y 
coordinación entre las dos instancias.  

Las funciones compartidas recaen sobre materias 
en las que nuestro país presenta un severo défi cit, 
puesto en evidencia incluso por los órganos de 
control de la Organización Internacional del Trabajo 
(OIT). Algunas veces se ha llamado la atención sobre 
la falta de decisión y energía en el desarrollo del rol 
garante de los derechos laborales que corresponde a 
toda Administración del Trabajo y, en otras, se han 
denunciado actuaciones administrativas contrarias 
a estos derechos. 

El primer caso se ha dado, por ejemplo, con relación 
al deber de establecer una protección adecuada 
contra los actos de discriminación sindical y los actos 
de injerencia; o con relación al deber de fomento 
de la negociación colectiva, en donde no siempre 
la actuación inspectiva ha gozado del respaldo 
necesario; o en los servicios de conciliación, no 
siempre sufi cientes y efectivos. El cumplimiento 
de ambos deberes compromete hoy al MTPE y 

comprometerá, también, luego de la transferencia, 
a la MML, cuya DRT asumirá a un importante 
contingente de inspectores y a los operadores de los 
servicios de conciliación. 

Lo interesante es que, además de las responsabilidades 
que supondrán para la Municipalidad la asunción 
de estas nuevas funciones, la culminación del 
proceso de descentralización también podrá 
convertirse en una oportunidad para, por ejemplo, 
fortalecer los servicios de apoyo a la negociación 
colectiva o reimpulsar el fortalecimiento de la 
Inspección del Trabajo. En este último caso, para 
lograr una estrategia de actuación que asegure 
efectos perdurables a la labor inspectiva (que el 
cumplimiento sea un comportamiento sostenido de 
las empresas) y sistémicos (un impacto de las acciones 
inspectivas más allá de las empresas fi scalizadas), 
serán necesarias también acciones coordinadas que 
procuren apoyo logístico y condiciones de empleo 
apropiadas para los inspectores, a fi n de asegurar 
su imparcialidad y efi cacia en el desempeño de sus 
funciones. La asignación presupuestal destinada 
a la función “trabajo” en el presupuesto público 
es uno de los factores clave y preocupa, desde ya, 
que en el proyecto de Presupuesto de 2011 esta 
partida se reduzca en un 35% con relación al año 
2010.  Por otro lado, el proceso de transferencia 
también será una oportunidad para revisar y 
revertir ciertas actuaciones que, tal como lo han 
establecido los órganos de control de la OIT, 
contravienen estándares básicos en materia trabajo 
decente. Algunas de las quejas por violaciones de la 
libertad sindical refi eren a la aplicación de criterios 
discrecionales en el registro de sindicatos, la 
comunicación de juntas directivas o el registro de los 
cambios estatutarios. En algunos casos, conformar 
una organización sindical puede demorar mucho 
más que constituir una empresa, convirtiendo al 
registro en un auténtico obstáculo para el ejercicio 
del derecho de libertad sindical. 

En suma, el ejercicio compartido de un conjunto de 
materias requerirá tanto la defi nición de mecanismos 
de coordinación que mantengan la unidad de la 
política laboral, como la delimitación precisa de las 
funciones específi cas que corresponden a cada nivel 
de gobierno y que le permitan una actuación efi caz. 
La tarea no es fácil, pero la oportunidad de contribuir 
al logro del trabajo decente es inmejorable.
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Trabajo minero, conflicto y responsabilidad 
social

De la mina, no sólo metal

Jose Miguel Flórez
Sociólogo

Maestría en Estudios Internacionales, Universidad Torcuato di Tella
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minero, es un hecho indiscutible. Sobre todo en 
Latinoamérica, donde la historia social, económica 
y cultural está asociada –desde épocas pre 
hispánicas– a la riqueza de sus recursos naturales 
geológicos.

Respecto a la generación de empleo, la actividad 
minera tradicional estuvo directamente vinculada 
a la utilización de mano de obra local. Asientos 
mineros, convertidos en ciudades a lo largo de siglos 
de infl uencia minera, dan cuenta de la importancia 
de la población local para el desarrollo de proyectos 
extractivos.

Este proceso, específi camente en lo referido a la 
generación de oportunidades de empleo, cambió 
con la llegada de la explotación a cielo abierto y de 
la “gran minería”. Los procesos productivos mineros 
a gran escala requieren hoy otro tipo de mano de 
obra; básicamente, de personal con califi caciones 
técnicas para la operación de maquinaria pesada y 
de profesionales especializados1. 

Esto implica que actualmente los grandes proyectos 
mineros conserven una cuota de empleo local, pero 
siempre a partir de sus necesidades; por lo general, 
de mano de obra no califi cada en las etapas iniciales 
del desarrollo de una mina. 

De ahí que resulte habitual, en los caminos cercanos 
a un proyecto minero en construcción, cruzarnos 
con “vigías” de casco, lentes protectores y chaleco 
refractario, encargados de ordenar la circulación de 
vehículos o limpiando accesos aledaños a la mina.

Este tipo de labores expresan una de las 
características centrales del empleo local que la 
gran minería ofrece: mano de obra no califi cada 
temporal, específi camente durante la etapa de 
construcción de los proyectos mineros. Después 
de esa etapa, la demanda de este tipo de labores 
–mayoritaria en las comunidades locales– decae 
precipitadamente. 

En tal sentido, se puede afi rmar que en la actualidad  
la demanda de mano de obra local y el tipo de puestos 
de trabajo que requiere un proyecto minero, si bien 

1 De hecho, actualmente la capacidad de la minería para absorber mano 
de obra es baja. En el caso del Perú, tomando cifras del Ministerio de 
Energía y Minas y del Instituto Nacional de Estadística (INEI), la minería 
ocupa a nivel nacional menos del 1% de la PEA, solo llegando a valores 
de 5% y 3% en Moquegua y Tacna respectivamente. En departamentos 
importantes en presencia de gran minería, como Cajamarca y Áncash, 
esta proporción es apenas de 1,1% y de 0,8%, respectivamente. 

Hace apenas unas semanas, la cobertura 
mediática mundial fue dominada por un 
evento hasta ese entonces inédito en la 

historia: 33  mineros chilenos fueron rescatados 
tras estar 72 días atrapados a más de 600 metros 
bajo tierra. 

Tanto el accidente como el exitoso rescate ofrecen, 
juntos o por separado, diversas aristas para la 
refl exión y el análisis: desde las condiciones laborales 
en un sector de alto riesgo, hasta las capacidades de 
un país para la atención de emergencias; pasando 
por el empleo de migrantes o, incluso, la fi delidad 
de la pareja.

En estas breves líneas quiero plantear algunas 
interrogantes relacionadas, por un lado, al empleo 
local como estrategia de responsabilidad social y 
manejo de impactos en la minería; y, por otro, a 
la generación de empleo como demanda de apoyo 
social por parte de las poblaciones vinculadas a las 
áreas de infl uencia de las industrias extractivas, 
como la explotación gasífera, petrolera o minera.

La idea de fondo es que la generación de 
oportunidades de empleo para pobladores locales es 
una estrategia válida para la promoción de impactos 
positivos de la actividad minera (al mejorar los 
ingresos familiares en comunidades de economía 
precaria), así como para la prevención de confl ictos 
sociales (en la medida que responde positivamente 
a una demanda directa de la población local); 
sin embargo, también supone la posibilidad de 
impactos negativos a partir de lo ef ímero de sus 
benefi cios y de las transformaciones ocasionadas 
en la producción agropecuaria y en la calidad del 
consumo que dichos impactos pueden implicar. 

Comenzaré señalando algunas generalidades 
respecto al trabajo minero, básicamente respecto a 
la defi nición de la minería como fuente de empleo 
en las áreas de infl uencia de los proyectos mineros. 
En segundo lugar describiré el empleo local como 
estrategia de fortalecimiento de impactos positivos 
por parte de la industria minera que ofrece, a su 
vez, una cara inversa con potenciales impactos 
negativos. Finalmente plantearé algunas refl exiones 
en torno a la tensión entre potenciales impactos 
negativos del empleo minero y la demanda local 
generada, precisamente, por dicho empleo.

Minería: ¿empleo temporal o “sostenible”?
La antigüedad de la minería, y por tanto del trabajo 

Carlos J. Martinez Tamara (ENS) 



28

trabajo & desarrollo

signifi can un impacto positivo en el incremento 
de los ingresos familiares en las comunidades del 
área de infl uencia, no implican necesariamente 
que dichos impactos sean sostenibles, pues son 
temporales y están asociados a la mantención de 
capacidades laborales mínimas.

Empleo minero: ¿fuente de estabilidad o 
de confl icto?
No obstante lo dicho, la posibilidad de contar con 
un puesto de trabajo –por más que sea temporal y 
sin mayores perspectivas de capacitación– es una 
oportunidad preciada para los pobladores locales. 
Tal demanda estaría asociada no sólo al empleo 
básico generado en comunidades campesinas alto 
andinas en el Perú, sino que incluso puede llegar a 
movilizar actores en ciudades intermedias –como 
ha ocurrido, por ejemplo, en San Juan o Catamarca, 
en Argentina2 .
Esta característica hace que la demanda por 
empleo local –y la defensa de estas oportunidades– 
se conviertan en un factor movilizador para la 
población. Incluso, que se utilice eventualmente 
como argumento para el confl icto con las empresas, 
más aun cuando existe la amenaza de suspender o 
recortar dichas oportunidades.
Frente a ello, la actitud de las empresas mineras 
suele ser la de mantener cuotas de empleo para los 
pobladores locales. Las estrategias son diversas, 
pero básicamente apuntan al mismo objetivo: 
acoger la demanda de la población local para evitar 
que deriven en fuentes de tensión o situaciones de 
confl icto.
Pero, además de ser entendida como una 
estrategia de prevención de confl icto, la creación 
de oportunidades de trabajo para los pobladores 
locales también es considerada como una estrategia 
de generación de benefi cios locales y es defi nida 
como una buena práctica de relacionamiento 
comunitario, de adecuado desempeño social y de 

2 La prensa registra un proceso conflictivo entre sectores opuestos 
a la minería y sectores a favor de dicha actividad extractiva. De eso 
da cuenta un comunicado publicado en el diario La Razón de Buenos 
Aires el 21 de septiembre del 2010, con la firma de lo que sería un 
colectivo sanjuanino denominado “Soy minero” y la marcha, a inicios 
de septiembre, en la misma ciudad “en defensa de su fuente laboral” 
(http://notio.com.ar/general/san-juan-marcha-a-favor-de-los-
proyectos-mineros-722); o lo publicado en un diario de Catamarca 
(http://www.elancasti.com.ar/nota.php?id=56817) y en una agencia 
argentina de noticias (http://notio.com.ar/ultimas-noticias/catamarca-
juez-pidio-garantizar-el-ingreso-de-los-trabajadores-de-una-minera-
447) con respecto al mismo tema. (Referencias consultadas el 28 de 
noviembre de 2010.)

responsabilidad social3.
Tanto así que las empresas mineras, en sus 
reportes de sostenibilidad o responsabilidad social, 
suelen dar cuenta de sus éxitos en lo referido a la 
contratación de trabajadores locales. En el Perú, 
por ejemplo, Gold Fields–La Cima informa de 
manera explícita cómo los logros obtenidos por su 
programa de empleo local –en el marco de su Plan 
de Relaciones Comunitarias– sobrepasan la meta 
comprometida (de 330 personas) en el Estudio de 
Impacto Ambiental para la etapa de construcción4.
A nivel regional, Barrick Sudamérica, en su Reporte 
de Responsabilidad Social 2009, da cuenta también 
de la relevancia del empleo local para sus políticas 
corporativas. En este informe se puede leer: “El 
empleo es un benefi cio potencial directo de una 
operación minera y, por lo general, una expectativa 
clave de las comunidades locales. Este empleo 
local aumenta los benefi cios positivos netos a las 
comunidades locales aumentando las habilidades y 
proporcionando ingresos”5.

3 La propia norma ISO-26000, reconoce la “creación de empleo” 
como un tema asociado a la implicación y desarrollo de la comunidad, 
afirmando que “El empleo es una meta asociada al desarrollo 
económico reconocida a nivel internacional. Al crear empleo, todas 
las organizaciones, grandes y pequeñas, pueden hacer una importante 
contribución a la reducción de la pobreza y la promoción del desarrollo 
económico” (traducción no oficial).
4 http://www.goldfields.com.pe/responsabilidad_social/
index.asp Consultada el 28 de noviembre de 2010.  
5 Barrick Sudamérica “Reporte de responsabilidad social 2009”, p 
58. http://www.barricksudamerica.com/reporte_regional_2009/
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Como se ve, para empresas del sector minero los 
indicadores de empleo local pueden representar 
señales de un adecuado desempeño social. Es más, 
las menciones realizadas representan referencias 
a importantes empresas que se esfuerzan por 
mantener un comportamiento respetuoso en 
términos ambientales y sociales, más allá de si en la 
práctica lo logran o no. 
Entonces, si las empresas generan el empleo que 
las comunidades demandan, ¿dónde estarían los 
problemas?
En primer lugar, el tipo de empleo local que genera 
la minería es de baja capacitación. En segundo 
lugar, se trata de empleo con poca sostenibilidad 
pues la minería, en sí, es un proyecto económico 
sin sostenibilidad: tiene una vida útil que termina 
cuando se termina el mineral. En tercer lugar, y 
asociado al problema anterior, está la colisión de la 
actividad minera con otras actividades económicas 
en las que se ocupa la población y que sí pueden 
ser sostenibles, como la agricultura o la ganadería. 
Finalmente, están las distorsiones que dicho 
empleo puede generar dentro de una comunidad, a 
partir del abandono o el descuido de las actividades 
económicas tradicionales –y seguramente más 
sostenibles que la minería–, pero también a partir 
de nuevas pautas de consumo asociadas a un 
incremento en el gasto, de por sí precario por lo 
temporal.

index.html. Consultada el 28 de noviembre de 2010.

El empleo minero como oportunidad de 
desarrollo
Dicho esto, cabe señalar que no sugerimos suprimir 
las oportunidades de empleo local como una política 
de relacionamiento comunitario y de adecuado 
desempeño social en el sector minero y, en general, 
en la industria extractiva. Por el contrario: dichos 
programas se pueden y se deberían fortalecer 
teniendo en cuenta algunos elementos. 
En primer lugar, la gestión estratégica y la 
planifi cación de estas actividades suponen defi nir 
las oportunidades de empleo local como una 
política de mediano plazo, y no como una reacción 
inmediata a la demanda y presión local.
Partir de esta mirada implica, a su vez, adecuar los 
programas de empleo local al contexto específi co 
donde el proyecto minero interviene. Ello quiere 
decir que su planeamiento debe entender que 
las acciones implementadas pueden redundar en 
efectos positivos o negativos de largo plazo. Pero 
sobre todo, que su intervención debe sentar bases 
de sostenibilidad local y no de dependencia de los 
benefi cios otorgados directamente por el proyecto 
minero. 
A su vez, esta característica está directamente 
asociada al tipo de actividad económica que convive 
con la minería. Si la actividad minera pretende la 
generación de benefi cios sostenibles, debe respetar 
y fortalecer las actividades económicas de largo 
plazo que el contexto soporta. En este punto, 
la competencia por recursos escasos –como la 
calidad del suelo y el agua–, y su compatibilidad con 
actividades económicas locales, deviene en un tema 
clave.
Sobre el particular, el fortalecimiento de 
capacidades para el desarrollo de las actividades 
tradicionales resulta también fundamental. Los 
programas de empleo local implementados por los 
proyectos mineros deberían ser complementados 
con actividades de fortalecimiento de capacidades; 
no sólo para el propio trabajo minero sino, sobre 
todo, para la mejora de las actividades económicas 
locales. 
No se trata de negar posibilidades para la mejora 
de ingresos de las comunidades por menor empleo 
local minero, sino más bien de colaborar para que 
dichas mejoras provengan de un aumento de la 
productividad y la comercialización de lo producido 
como parte de las actividades tradicionales y 
sostenibles de estas mismas comunidades.
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La disyuntiva no es casual ni gratuita. Ninguna actividad productiva expresa tan 
claramente –como la exportación de productos no tradicionales– las profundas 
limitaciones de un sistema de relaciones de trabajo para repartir de manera justa y 
equitativa los benefi cios del crecimiento económico. Ante esta situación, un conjunto de 
sindicatos textiles y agroindustriales vienen demandando al Congreso de la República 
la derogatoria de dos regímenes laborales que impiden avanzar hacia una mejor 
distribución del ingreso, dando lugar a un importante debate sobre competitividad, 
fl exibilidad y protección social en tiempos de crisis y recuperación económica.

¿Exportación sin explotación o 
modernización excluyente?
Paradojas de un modelo de crecimiento
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La última edición de la Conferencia Anual 
de Empresarios (CADE) tuvo como tema 
central la competitividad. De todas las 

intervenciones destacó la del gurú empresarial 
Michael Porter, un profesor estadounidense que 
sorprendió hace apenas un año con su lectura 
sobre el momento económico del Perú y el tránsito 
hacia la competitividad. En aquella ocasión Porter 
alborotó al medio empresarial al ubicar como 
principal reto para superar el subdesarrollo dejar 
atrás la condición de país primario exportador.  
Recientemente, en Cusco, fue más allá y confi nó 
la ansiada competitividad, no en el crecimiento 
macroeconómico per se, sino en la inversión 
en desarrollo tecnológico, productivo y social 
de la mano por parte del Estado. Esta idea, que 
puede resultar de sentido común para muchos, 
contrasta con la visión restrictiva que promueven 
algunos sectores empresariales, para los cuales la 
competitividad se circunscribe a la reducción de 
costos de producción, especialmente los laborales. 
Desde esta perspectiva, la competitividad de 
las empresas dependería de la vigencia de una 
normativa laboral fl exible que permite contratar y 
despedir trabajadores en función de las necesidades 
de la empresa1.

Esta posición es defendida por gremios como 
la Sociedad Nacional de Industrias (SNI) y la 
Asociación de Exportadores (ADEX), que han 
alertado a la opinión pública sobre los “riesgos” 
de derogar regímenes especiales de promoción 
a la exportación no tradicional, como lo vienen 
solicitando una serie de sindicatos textiles y 
agroindustriales ante la Comisión de Trabajo del 
Congreso de la República. El argumento esgrimido 
por estos gremios es que si se eliminan las Leyes 
N° 22342 de Promoción de la Exportación No 
Tradicional y la Ley N° 27360 de Promoción de 
la Actividad Agrícola, el ritmo de crecimiento de 
ambos sectores decaería, peligrando alrededor de 
300 mil puestos de trabajo2.

Los supuestos planteados por la SNI y ADEX 
merecen una refl exión seria, pues soslayan una 

1 Este texto fue elaborado con el apoyo de Andrea Sánchez, del 
Programa Laboral de Desarrollo (PLADES).
2 Comunicado difundido en La República y El Comercio por la 
Sociedad Nacional de Industrias. 14 de noviembre del 2010.

serie de elementos que no son tomados en cuenta 
en la valoración que se hace de ambos regímenes 
laborales, y de sus implicancias sociales.

Primero: La temporalidad de los 
regímenes promocionales 
Comencemos señalando que ambos regímenes 
fueron aprobados con carácter temporal y 
promocional. En ambos casos, leyes que tenían 
por fi n impulsar la exportación de productos no 
tradicionales –principalmente textiles, confecciones 
y agroindustriales–, en un determinado contexto 
económico y bajo condiciones sociales específi cas, 
asumiendo que estos sectores no se encontraban 
plenamente desarrollados y requerían incentivos 
tributarios y laborales para competir en los mercados 
internacionales. Sin embargo, luego de treinta años 
de vigencia (de la Ley N° 22342) y de una década 
(en el caso de la Ley N° 27360), resulta razonable 
preguntarse si su permanencia se justifi ca con los 
mismos argumentos con que fueron aprobadas.

El Gráfi co N° 1 muestra el crecimiento alcanzado 
por el sector no tradicional durante los últimos 
treinta años. Como se puede apreciar, en este lapso 
el valor de lo exportado se multiplicó por nueve 
(pasando de US$ 845 millones en 1980 a casi US$ 
8,000 el 2008). Luego de leve una caída producto de 
la crisis económica, el sector recuperó dinamismo 
y creció 18% entre Set.10/Set.09, tendencia que 
podría incrementarse en los próximos años3. 

Gráfi co N° 1 

3 De acuerdo a Fernando Cilloniz, de Infor@cción, las exportaciones 
no tradicionales alcanzaron un record de ventas al facturar US$ 3,000 
millones durante el presente año. De igual forma, se espera que estas 
crezcan a un ritmo de 20% para los próximos años. El Comercio, 1º de 
diciembre de 2010.

Fuente: BCP (2010).
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Segundo: La contratación temporal 
indefi nida
El principal argumento presentado por los sindicatos 
textiles para solicitar la derogatoria de ambos 
regímenes está relacionado con la posibilidad que 
tienen los empresarios para contratar personal 
temporalmente de manera indefi nida. Esta 
prerrogativa –señalan– es utilizada para: 1) disuadir 
a los trabajadores que buscan sindicalizarse y 
negociar colectivamente con sus empleadores; 2) 
evitar los costos que implicaría el despido si los 
trabajadores estuvieran bajo el alcance del régimen 
laboral común de la actividad privada (D. Leg. Nº 
728). 

La SNI y ADEX alegan que la vigencia de ambos 
regímenes laborales resulta clave para facilitar la 
creación de nuevos puestos de trabajo. Afi rman 
que de eliminarse la fl exibilidad laboral los 
costos laborales se elevarían, restando margen 
de maniobra para que las empresas operen en 
contextos de crisis y recesión económica. José Luis 
Peroni, representante del Comité Textil de la SIN, 
dejó entrever en un fórum público en el Congreso, 
que al ser los pedidos de las empresas puntuales 
y por periodos, los contratos de trabajo por tanto 
también deben ser por periodos cortos4.

Sin embargo, cuando se revisa la evolución de los 
contratos temporales en el sector de exportación 
no tradicional, encontramos que la mayor parte 
de los contratos fi rmados son de “renovación” y 
no nuevos puestos de trabajo. Lo que signifi ca que 
existe una marcada tendencia a contratar a los 
mismos trabajadores, bajo las mismas condiciones 
laborales, durante varios años consecutivos. Se 
ha dado el caso incluso de trabajadores del sector 
textil–confecciones que llevan 25 años laborando 
para la misma empresa, con contratos de trabajo 
temporales que se suceden indefi nidamente 
al amparo la ley de promoción de la actividad 
exportadora5. (ver Gráfi co Nº 2).

4 Fórum “El régimen laboral especial de la ley de Exportación No 
Tradicional”. Congreso de la República. 6 de diciembre de 2010. http://
www.plades.org.pe/notas_informativas/ni_evento_06Dic.htm.  
5 De acuerdo a una investigación realizada por PLADES, la duración 
de estos contratos son en mayoría de entre 3 y 6 meses. El 93.8 % de los 
encuestados manifestó tener contratos eventuales o temporales; y sólo 
5.5 % tiene contrato permanente. Los contratos temporales, de acuerdo 

Gráfi co N° 2

Número de contratos de inicio y de 
renovación del Régimen Laboral 

Especial de Promoción de Exportación 
No Tradicional- Nivel nacional

Fuente: MTPÉ. Anuarios estadísticos 2005, 2006, 2007, 2008. 
Lima.

Esta situación de inestabilidad laboral en que se 
encuentra un porcentaje importante de trabajadores 
del sector explicaría, en gran medida, los bajos 
niveles de sindicalización reportados en el sector 
textil-confecciones (8%) y agrícola (5% de la PEA 
ocupada) los últimos años6.

Tercero: Un régimen diferenciado de 
derechos
El cuestionamiento que hacen los sindicatos 
agroindustriales no es solo por la temporalidad de los 
contratos. Está relacionado también con el régimen 
diferenciado de derechos y benefi cios sociales que 
establece la Ley N° 27360 de Promoción del Sector 
Agrícola. Esta norma fi ja para los trabajadores rurales 
un estándar reducido en materia de gratifi caciones, 
vacaciones, horas extras y salarios por debajo de lo 
establecido en el régimen de la actividad privada7, 

con el 95.7% de los encuestados, tienen una duración de 6 meses o 
menos, mientras que un 45.3% tiene contratos con duraciones de 3 
meses o menos.  PLADES. Situación de las condiciones laborales del 
sector de confecciones de prendas de vestir en el Perú. Lima, 2010.
6 EGUREN, Fernando. “Caso Perú”. En Políticas de mercado de trabajo 
y pobreza rural. CEPAL, OIT, FAO, 2010. Pp. 288 y ss.
7 Este régimen laboral especial y transitorio establece: 1) jornadas 
laborales acumulativas, donde solo se paga el sobretiempo cuando 
exceda en promedio los límites máximos permitidos por ley (48 horas 
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con el objeto explícito de promover la formalización 
y la competitividad del sector. 

Al igual que con los contratos temporales, la 
vigencia de esta norma resulta cuestionable al 
evaluar la evolución y consolidación del sector 
agroindustrial durante los últimos años. En el 
caso de la agroindustria –y particularmente 
de la exportación de espárragos–, el sector ha 
experimentado un crecimiento signifi cativo que lo 
llevó a cuadriplicar sus niveles de producción en el 
lapso de la última década, llegando a representar 
el 65% de las exportaciones agrícolas8. Se trata de 
un sector que, además, presenta un alto nivel de 
concentración (tres empresas explican el 78% del 
total exportado, mientras 17 empresas el 2%9), 
formando una moderna oligarquía agroindustrial 
que ha sido benefi ciada por un conjunto de 
“incentivos” tributarios y laborales que les permiten 
un alto nivel de retorno (ver Gráfi co Nº 3)10.

Cuarto: Las remuneraciones promedio 
más bajas
La debilidad de los sindicatos textiles y 
agroindustriales –producto de la temporalidad de 
los contratos11– tiene implicancias directas en la 

semanales); 2) incluye en la remuneración básica (no menor al mínimo 
vital) el pago por gratificaciones legales y compensación por tiempo de 
servicios; 3) establece 15 días de descanso vacacional remunerados por 
cada año de servicios (en lugar de 30); y 4) fija una indemnización por 
despido arbitrario equivalente a ½ remuneración por cada año efectivo 
de servicios con un tope de 180 días (6 meses).
8 En 2,000 las agroexportaciones alcanzaron un valor de US$ 643 
millones, cuadruplicándose ocho años después (US$ 2,547 millones el 
2008). Este proceso no se detuvo ni siquiera con la crisis internacional; 
de acuerdo con el Ministerio de Agricultura, las agroexportaciones 
acumuladas entre enero y mayo del 2,010 registraron un aumento de 
13% respecto al periodo inmediatamente anterior, alcanzando los US$ 
917 millones.
9 Gamero, Julio. Agroexportación, competitividad, condiciones 
laborales y dumping social. Red Peruana por una Globalización con 
Equidad (RedGE). Publicado octubre, 2010.
10 Promulgada en setiembre del 2000 por el ex Ministro de Agricultura 
(y exitoso empresario agroindustrial) José Chlimper, luego prorrogada 
por los gobiernos de Alejandro Toledo y Alan García.
11 Según la CGTP, se tiene conocimiento de un conjunto de empresas 
que han apelado a “despidos masivos” –no renovación de contratos– 
de trabajadores afiliados y dirigentes sindicales amparados en esta 
Ley. El 2007 una empresa despidió a 93  trabajadores por participar 
en actividades sindicales y una segunda a 70 trabajadores alegando 
un “redimensionamiento” de la empresa; en otro caso se despidió 
a 50 trabajadores –todos afiliados a un sindicato– invocándose 
una reducción de la mano de obra (reemplazados luego por otros 
trabajadores); en el 2008 fueron despedidos 20  trabajadores que 
cumplían responsabilidades sindicales o eran afiliados. No serían los 
únicos casos.

distribución del ingreso en sectores que ostentan 
una performance económica importante. 

Así, los trabajadores bajo el régimen de promoción 
de exportaciones no tradicionales reciben los 
salarios más bajos del medio (ver Gráfi co Nº 4). 
Poco importa que la economía haya crecido en 8%, 
el empleo en 5% y el PBI industrial en 12% –como 
señala en su comunicado la SNI– si la remuneración 

Fuente: Ministerio de Agricultura – INEI. Elaboración: Autor.
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promedio del sector representa apenas el 39% de 
una canasta básica familiar urbana (S/. 2,112).

Gráfi co Nº 4

Cinco: La OIT recomienda su revisión
Los abusos cometidos al amparo de estas leyes 
ha llevado a que la Confederación General de 
Trabajadores del Perú (CGTP) presente una 
queja ante el Comité de Libertad Sindical (CLS) 
de la Organización Internacional del Trabajo 

(OIT), planteando la derogatoria o modifi cación 
del artículo 32 de la Ley Nº 22342 que permite la 
contratación temporal indefi nida, considerado el 
principal obstáculo para el ejercicio de la libertad 
sindical.

Al respecto, el CLS ha señalado –en su Informe Nº 
357– que en la medida en que “su competencia se 
circunscribe a la verifi cación de que la legislación 
y la práctica nacionales respetan el ejercicio de los 
derechos sindicales consagrados en los convenios 
en materia de libertad sindical y que no incluye el 
examen del régimen y la duración de los contratos 
de trabajo o el del nivel de las condiciones de trabajo, 
sólo puede ocuparse del problema planteado 
por la organización querellante desde un ángulo 
muy restringido: la incidencia en la práctica de 
estos contratos de corta duración que se repiten 
indefi nidamente en el ejercicio de los derechos 
sindicales”12. 

12 Comité de Libertad Sindical (CLS). Caso Nº 2675. Informe 
Nº 357. Pp. 213 y ss. Disponible en: http://www.scribd.com/
doc/39201679/357%C2%BA-informe-del-Comité-de-Libertad-
Sindical-OIT

Fuente: MTPE. Anuarios estadísticos, 2008. Lima: MTPE, pág. 127.
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En tal sentido, si bien el Comité asume como válida 
la posición del Gobierno peruano –que tiene en 
cuenta las necesidades temporales y fl uctuantes de 
las empresas industriales del sector de exportación 
no tradicional de contar con modalidades de 
contrato a plazo fi jo por necesidades de mercado, 
lo que permitiría mitigar el riesgo de que se 
produzcan variaciones imprevistas en la demanda 
del mercado”–, invita al mismo tiempo a que 
“examine con las organizaciones de trabajadores y 
de empleadores más representativas la manera de 
asegurar que el recurso sistemático a los contratos 
temporales de corta duración no obstaculice en la 
práctica el ejercicio de los derechos sindicales”13. 

Refl exiones fi nales
El crecimiento de la industria exportadora puede 
representar un mecanismo de desarrollo de 
primer nivel para el país. No obstante ello, hasta el 
momento su impacto en el bienestar social de los 
sectores sociales involucrados ha sido desigual y 
bastante limitado. En este texto hemos presentado 
algunos de los aspectos puestos en debate en 
torno a la derogatoria o permanencia de los 
regímenes “especiales” aprobados para promover 
las exportaciones, y que explican en gran medida la 
situación laboral actual en el sector agrícola.  

El objetivo de la competitividad debe tener como 
fi n principal procurar una inserción equitativa y 
sostenible a los mercados globales, “sin explotación” 
de los sectores laborales14. Lo que debe evitarse 
es una “modernización excluyente”15 basada en el 
crecimiento de los volúmenes, valores y retornos de 
producción y exportación, pero que no se traduce 
en mayor bienestar para los asalariados y pequeños 
productores.

13 Comité de Libertad Sindical (CLS). Ibid.
14 Lema utilizado por un conjunto de instituciones –Red GE, Perú 
Equidad, Aurora Vivar, Alianza por los Derechos Laborales en la 
Agroindustria, CEPES– para promover una mejora en las condiciones 
de trabajo en el sector agroindustrial
15 MARAÑON, Boris. “Cambios sociales en las zonas de exportación 
en el Perú, costa norte”. En DANCOURT, Oscar, Enrique Mayer, Carlos 
Monge. SEPIA V. Lima: Perú. Pp. 221-240. 
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El cultivo del espárrago, ¿es 
sostenible?

Fernando Eguren
Centro Peruano de Estudios Sociales (CEPES)

 
El espárrago es el producto agrario de exportación ‘no 
tradicional’ peruano de bandera. Este año el valor de las 
exportaciones posiblemente alcancen los 500 millones 
de dólares, sumando frescos y en conserva. El área 
cultivada es de alrededor de 28 mil hectáreas.
Pero la frontera agrícola para este cultivo tiene límites 
en el principal valle productor, Ica, con 10 mil hectáreas 
de espárragos. Una reciente investigación –Gota a 
gota. Para comprender los impactos de la huella hídrica 
del Reino Unido a través de un estudio de caso del 
espárrago peruano. Progressio, CEPES, Water Wainnes. 
Setiembtre 2010– muestra que la expansión de nuevas 
áreas para este cultivo se ha vuelto insostenible 
dados el contexto hidrológico y las demandas de agua 
concomitantes: “las crecientes demandas de agua 
para soportar esta expansión agrícola se vinculan con 
impactos económicos negativos sobre los pequeños y 
medianos campesinos”… lo cual “alimenta los confl ictos 
sociales y una mayor vulnerabilidad al cambio climático 
a lo largo del valle de Ica e inclusive fuera de él”.
El estudio surge de la inquietud de organizaciones 
británicas sobre el impacto ambiental del comercio 
internacional, y específi camente del Reino Unido, el 
tercer mercado más grande para el espárrago peruano, 
después de Estados Unidos y Holanda. “El agua que se 
consume para el cultivo de espárragos importados al 
Reino Unido en 2008 se calcula en 9 millones de metros 
cúbicos, lo que equivale a unas 3600 piscinas olímpicas. 
La mayor parte de esta agua se usa en Ica, uno de los 
lugares más secos del planeta”. Aproximadamente hace 
ocho años, la intensidad de uso de la aguas subterráneas 
ha hecho que la napa freática del valle disminuya 
drásticamente a tasas que son  “casi con seguridad… 
las más rápidas de agotamiento del recurso acuífero de 
todo el mundo”.
Según el estudio, los pequeños y medianos campesinos 
son los que sufren la peor parte de esta carrera por 
el agua, viéndose forzados a vivir sin ella ya que los 
pozos se secan y crece la salinidad. Ello los conduce a 
endeudarse y a vender sus tierras. Inadecuados marcos 
institucionales y legales y el incumplimiento de las 
normas han permitido que unas cuantas empresas 
grandes se aseguren el acceso y usen el agua a tasas que 
no son sostenibles (...)

Publicado en La República. 2/12/2010.
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A inicios de la década pasada, el país se 
conmueve ante la noticia de que, en materia 
de educación, estábamos ubicados   al fi nal 

de la cola en América Latina. Así lo mostraban las 
pruebas de aprendizaje promovidas por UNESCO. 

En el Gobierno de Transición del presidente Valentín 
Paniagua se forma una Comisión encargada de 
organizar una Consulta Nacional sobre el tema. 
El Congreso emprende la formulación de la nueva 
Ley General de Educación, también con consultas 
ciudadanas y de expertos, que se promulga en 2003. 
El gobierno de Toledo,  posteriormente, forma el 
Consejo Nacional de Educación (CNE), con un 
encargo claro: formular el Proyecto Educativo 
Nacional (PEN). En su condición de Primera 

Lo que pudo ser y no fue

La educación al final del segundo 
gobierno aprista

Patricia Salas O’Brien
Socióloga

 Ex presidenta del Consejo Nacional de Educación

Ministra, Beatriz Merino declara la Emergencia 
Educativa; mientras que el Foro del Acuerdo Nacional 
y el CNE, lideran la formulación del Pacto Social 
de Compromisos Recíprocos por la Educación, 
convocando a gremios laborales y empresariales, 
al Ministerio de Educación y representantes de la 
sociedad civil.

En los cuatro procesos las consultas no fueron 
sólo a expertos y/o educadores; se hace un 
esfuerzo particular por convocar a diversos 
actores: a productores rurales y urbanos, a medios 
de comunicación, universidades, empresarios, 
organizaciones sociales de base, entre otros. No 
se circunscribe a Lima, sino que se proyecta a 
todas las regiones del país, donde también se están 
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formulando Proyectos Educativos Regionales.

Un rápido recuento
Llega julio de 2006. El inicio del actual  gobierno 
genera gran expectativa. Se esperan cambios 
importantes. En la educación, el PEN está concluido 
y a la espera de su ofi cialización. Y en varias regiones 
hay ordenanzas que aprueban sendos proyectos 
educativos. El pedido reiterado es por una clara 
voluntad política para aplicarlos, por aumento en el 
presupuesto, y por la continuidad de las autoridades 
educativas y la implementación de las políticas.

En el primer semestre del gobierno aprista, 
el Ministro de Educación recibe el Proyecto 
Educativo y se compromete a su ofi cialización e 
implementación en un acto público. Luego vino el 
anuncio de la primera prueba censal de docentes, 
acompañada de una intensa campaña orientada 
a confrontar al magisterio, tanto con el gobierno 
como con la opinión pública.

Las expresiones altisonantes y sensacionalistas con 
las que la prensa local trató el problema obviaron 
un debate técnico necesario, subordinándolo a 
objetivos descalifi cadores y menores. Las posiciones 
se polarizaron y se llegó a una situación en la que 
cualquier crítica a la evaluación era tomada como 
retrógrada, cuando no en contra del derecho a 
una buena educación de los niños y niñas. De la 
misma forma: quienes se manifestaban a favor de la 
evaluación docente eran acusados de tener actitudes 
neoliberales y anti–maestro.

El 2007 comienza así en medio de una batalla 
mediática. El Gobierno decide ofi cializar el 
PEN, recibido meses antes de manos del CNE. 
Con la participación y presencia de importantes 
personalidades e instituciones del país –desde 
el Presidente de la República, la Presidenta del 
Congreso, el Primer Ministro, el Ministro de 
Educación, el Alcalde de la ciudad y el Secretario 
Técnico y diversos miembros del Acuerdo Nacional– 
se fi rma la Resolución Suprema que convierte el 
Proyecto Educativo en política de Estado.

Para entonces la agenda gubernamental está en la 
mesa. Paralelamente a la evaluación del Magisterio 

y la “satanización” del Sindicato Unitario de 
Trabajadores de la Educación Peruana (SUTEP), se 
anuncian diversas medidas: i) la evaluación censal de 
estudiantes; ii) un Programa Nacional de Formación 
y Capacitación Permanente (PRONAFCAP); 
iii) el Programa Nacional de Alfabetización 
(PRONAMA), encaminado a declarar al Perú “libre 
del analfabetismo”; y iv) la compra de computadoras 
portátiles XO para estudiantes de áreas rurales: One 
Laptop Per Child (OLPC). Complementariamente 
se sostendrá la distribución de materiales educativos 
y textos escolares. Finalmente –y para cerrar el 
paquete de medidas relacionadas al magisterio–, se 
promulga la Ley de Carrera Pública Magisterial, en 
medio del descontento docente por la instauración 
del “catorce” como nota mínima para aprobar la 
prueba nacional para el ingreso a los Institutos 
Superiores Pedagógicos.

Un segundo paquete de medidas se adopta al 
poco tiempo. Se instala el Sistema Nacional de 
Evaluación, Acreditación y Certifi cación (SINEACE) 
y sus tres consejos. También el CONEAU, 
dedicado a la educación universitaria; el Consejo 
de Evaluación, Acreditación y Certifi cación de la 
Calidad de la Educación Superior No Universitaria 
(CONEACES), que se ocupa de la educación técnica; 
y el Instituto Peruano de Evaluación, Acreditación 
y Certifi cación de la Calidad de la Educación 
Básica (IPEBA), a cargo de la educación básica. 
Se anuncia, asimismo, la culminación del proceso 
de transferencia de las competencias del sector 
educación a los gobiernos regionales y el Plan Piloto 
de Municipalización de la Educación (un programa 
de transferencias de presupuesto directamente a 
las escuelas para mantenimiento preventivo). Más 
adelante –en el contexto de la Reunión Anual del 
Foro de Cooperación Económica Asia-Pacífi co 
(APEC, por sus siglas en inglés) realizada en Lima 
en noviembre de 2008– se plantea la generalización 
de la enseñanza del idioma inglés. A fi nes de ese año 
se presenta un nuevo Diseño Curricular Nacional.
 
Finalmente, tenemos dos iniciativas más. La 
primera es el Programa Estratégico de Logros de 
Aprendizaje (PELA), en el marco del Presupuesto 
por Resultados impulsado por el Ministerio de 
Economía y Finanzas; este programa tiene como 
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componentes un programa de acompañamiento 
pedagógico para los docentes en sus aulas y la 
ampliación de la cobertura en el nivel inicial. Y, 
en segundo lugar, el Programa de Renovación de 
Colegios Emblemáticos y el Colegio Presidente de 
la República.

Como vemos, se trató de un periodo intenso en 
actividad, pero también en controversia y confl icto. 
En lo que sigue presentamos una rápida revisión a 
algunos temas que consideramos críticos.

Magisterio: ¿víctima o protagonista?
La forma en que se llevó a cabo la evaluación 
docente –de manera apresurada, impuesta y con 
una fuerte campaña de desprestigio en contra de 
los maestros y maestras– instituye un escenario de 
confl icto y confrontación con el magisterio. Esta 
campaña, si bien debilita al Sindicato, fortalece 
también a grupos radicales que obstaculizan la 
evaluación docente y también la evaluación censal 
de estudiantes. En regiones como Cajamarca, 
Huancavelica o Ayacucho, la Unidad de Medición 
de Calidad del Ministerio de Educación no puede 
reportar resultados de dichas pruebas, porque no se 
logra evaluar un número sufi ciente de escuelas como 
para garantizar la representatividad de los datos. 
La relación con el magisterio se da en términos de 
desconfi anza mutua, lo que genera frustración.

No obstante, más allá de los forcejeos y errores 
que dañaron la credibilidad de las pruebas, hay dos 
temas críticos respecto a la evaluación docente. 
Por un lado, las pruebas se circunscriben sólo a la 
evaluación de conocimientos, difi cultando tener 
una idea cabal de la calidad de las prácticas y el 
desempeño docente. De otro, no se ha avanzado 
en el diseño e institucionalización de un Sistema 
de Evaluación, con una batería de procedimientos 
y herramientas validadas, y con la capacidad de 
dar cuenta de las diversas dimensiones de la labor 
docente.

La Ley de Carrera Pública Magisterial se promulga 
también con la oposición del sindicato, en medio 
de un debate mediático lleno de medias verdades, 
frases altisonantes y mensajes simplifi cados. La Ley 
está en marcha, se ha convocado a los procesos de 

nombramiento para plazas nuevas y la incorporación 
de docentes nombrados a la nueva Ley. Sin embargo, 
la respuesta a la convocatoria ha sido menor a la 
esperada por el Ministerio. Son miles de maestros 
acogidos a la nueva Ley, pero la incertidumbre 
persiste y su implementación es incompleta y 
algunas veces incoherente. No se sabe cuánto se 
ha avanzado en montar el andamiaje (institucional 
y logístico) que se requiere para la evaluación del 
desempeño docente. Está pendiente también el 
fortalecimiento de capacidades de la institución 
educativa, para que cumpla adecuadamente su 
responsabilidad en los procesos de evaluación en 
los contratos docentes; así como la creación de un 
sistema de formación docente, que trascienda las 
limitaciones y alcances de los programas que se 
vienen implementando.

Como parte de las estrategias con que se busca 
sobrellevar el confl icto con el magisterio, se 
implementa un programa que facilita el acceso 
a laptops para los docentes que incluye un 
Programa Nacional de Formación y Capacitación 
Permanente (el PRONAFCAP), que es confi ado 
a las universidades y que confi gura una oferta 
heterogénea y de baja institucionalidad. Las 
expresiones de los docentes dan cuenta de ello. 
Al parecer, la calidad de la formación depende de 
qué universidad, o qué docente, esté a cargo de la 
capacitación. Paralelamente, la valla del “catorce” 
ha originado la muerte progresiva de los institutos 
pedagógicos públicos del país; que, en algunas 
regiones, habían atravesado por procesos de 
evaluación institucional y, en otras, avanzado en la 
formación de docentes bilingües, tanto en la zona 
andina como amazónica.

Currículo: lo que todos queremos 
cambiar
Hacia fi nes de 2008 se anuncia un nuevo Diseño 
Curricular Nacional. Fue una sorpresa para los 
actores y sectores vinculados, pues se esperaba 
–en concordancia con el PEN y el proceso de  
descentralización– un mayor nivel de debate, 
participación y margen de decisión para las regiones. 
En este caso, las preocupaciones están referidas al 
apresuramiento, a algunas ausencias importantes 
y a las difi cultades que implican la preparación de 
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los docentes y de los materiales educativos ante 
la proximidad del siguiente año escolar. Ante las 
reacciones, el Ministerio abre un breve proceso 
de consultas, pero no da marcha atrás y el nuevo 
currículo debe aplicarse en las escuelas el 2009.

Por otro lado, varias regiones iniciaron la formulación 
sus respectivos diseños curriculares, evidenciando 
una diversidad de visiones sobre el particular. En 
algunos casos, la tarea consiste en contextualizar y 
diversifi car el currículo nacional; en otros, de hacer 
un currículo regional propio, en el marco de unos 
lineamientos nacionales. Los currículos regionales 
tampoco parecen tener marcha atrás.

Las demandas sobre el currículo son muchas y 
variadas. Desde incorporar actitudes favorables 
al riesgo y el emprendimiento, a los derechos 
humanos y la cultura de paz, hasta la educación 
ambiental; pasando por una variedad de temas 
como la educación vial, cultura tributaria, salud 
dental, valores, etcétera.

Debate

Sin embargo, en la práctica existe la posibilidad 
de que el currículo aplicado quede reducido, 
efectivamente, a la comprensión lectora y al 
razonamiento lógico matemático (las únicas áreas 
sobre las cuales se evalúa sistemáticamente el 
aprendizaje de los estudiantes). Particularmente, la 
comprensión lectora –objeto de una fuerte campaña 
ofi cial y mediática en el marco de la declaratoria de 
la emergencia educativa en 2004– ha dado lugar a 
la concentración de iniciativas y recursos públicos 
y privados. Cabe preguntarnos, en ese sentido, 
si comprensión lectora y razonamiento lógico 
matemático es todo lo que queremos garantizar en 
la educación peruana.

Descentralización, ¿crónica de una 
muerte anunciada?
La culminación de la transferencia de competencias 
educativas a los Gobiernos regionales, no ha 
signifi cado que el sistema educativo se haya 
descentralizado. Por el contrario, el proceso se ha 
vuelto desordenado y lleno de artifi cios que redundan 
fi nalmente en una suerte de “re–centralización” de 
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Equilibrio fi scal y reforma educativa: retando la ley de la gravedad (T&D).
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la educación. Planteamos algunas preocupaciones 
al respecto.

 • El ordenamiento legal está inconcluso: está 
pendiente la Ley de Organización y Funciones 
del Ministerio de Educación, la cual debe 
formularse en base a una matriz concertada de 
competencias; que ordene lo que le corresponde 
como responsabilidad a cada nivel de gobierno, 
previniendo las superposiciones y vacíos que 
caracterizan las relaciones entre el Ministerio  y 
los gobiernos regionales y locales.  El debate sobre 
el tema quedó trunco. Algunos temas críticos 
en la propuesta de Ley están relacionados con 
la instalación de un organismo de coordinación 
intergubernamental, la mención explícita a la 
Institución educativa que permita visualizar el 
sentido del conjunto del sistema educativo, una 
clara defi nición del rol rector del Ministerio y 
una estructura articulada que responda a los 
retos que plantea el PEN . Todo esto como 
condición para avanzar hacia el objetivo de 
garantizar que los niños y niñas del país tengan 
una educación de calidad, pertinente y con 
criterios de equidad.
 • El programa de mantenimiento preventivo. La 

asignación directa a las escuelas de un monto de 
dinero en efectivo ha constituido una experiencia 
digna de ser evaluada e institucionalizada, pues 
ha funcionado con altos niveles de efectividad 
y relativamente pocos problemas, considerando 
que alcanza a decenas de miles de escuelas. Este 
relativo éxito hace pensar que la autonomía de 
la escuela es una realidad posible.
 • Los Programas Nacionales son diseñados y 

ejecutados directamente por la sede central del 
Ministerio de Educación; constituyen las acciones 
más importantes realizadas en la educación 
nacional durante estos años y concentran la 
mayor parte del presupuesto de inversiones del 
sector. Así, la transferencia de competencias a 
los gobiernos regionales se constituye en una 
farsa. No se realiza la transferencia de recursos, 
sino apenas lo correspondiente a las planillas y 
al pago de algunos bienes y servicios básicos. 
En la práctica, por esta vía se re–centralizan 

las decisiones, las acciones y el presupuesto 
educativo.

En muchos gobiernos regionales se han destinado 
recursos a la educación por la vía de proyectos de 
inversión pública; en muchos casos ejecutados desde 
la Gerencia de Desarrollo Social, sin las necesarias 
articulaciones con su respectiva Dirección Regional 
de Educación. Estos proyectos con frecuencia 
se superponen con los Programas Nacionales 
o con iniciativas de carácter local. Al no prever 
su articulación con el presupuesto ordinario, la 
sostenibilidad de lo realizado no está garantizada.

El Plan Piloto de Municipalización, en su forma 
de ejecución, pone en tela de juicio el modelo 
de descentralización vigente basado en la 
responsabilidad de los gobiernos regionales. Por este 
motivo ha sido materia de crítica y de la oposición 
del magisterio. Por otro lado, presenta múltiples 
problemas en su implementación y un Informe 
Defensorial recomienda una seria evaluación del 
mismo antes de continuar con su ejecución1. Sin 
embargo, el gobierno anunció su expansión a los más 
de 600 distritos que tienen el Programa Juntos2, lo 
cual ha provocado la preocupación de instituciones 
como el CNE, la Asamblea Nacional de Gobiernos 
Regionales y el Foro Educativo, entre otros; que en 
más de una oportunidad han llamado la atención 
sobre el conjunto de problemas que atribuyen a la 
municipalización.

Ni para los gobiernos regionales, ni para los 
municipios del Plan Piloto, se han realizado las 
acciones de fortalecimiento institucional y desarrollo 
de capacidades que les permita hacerse cargo de 
las nuevas responsabilidades. Tampoco recibieron 
las partidas presupuestales correspondientes a las 
competencias transferidas. El Programa Estratégico 
de Logro de Aprendizajes (PELA) corre el riesgo de 
convertirse en una oportunidad perdida en épocas 
del “crecimiento” económico.

1 Primera supervisión del Plan de Municipalización de la Gestión 
Educativa: aportes para su implementación. Nro. 148. Lima, 2009.
2 El Programa Nacional de Apoyo Directo a los Más Pobres o Programa 
Juntos, creado en 2005, entrega a madres en extrema pobreza un monto 
mensual de dinero en efectivo a cambio de que envíen a sus hijos al 
colegio y reciban atención en centros de salud del Estado (ver http://
www.juntos.gob.pe/quienes_progr-juntos.php). 
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Las grandes ausencias
En materia educativa, son tres los grandes temas 
ausentes en las preocupaciones principales de este 
gobierno: i) la educación en áreas rurales, ii) la 
educación intercultural bilingüe, y iii) la atención 
a la infancia. Temas críticos en una estrategia por 
la equidad en la educación y en los esfuerzos por 
reducir la exclusión. Luego del cierre del Programa 
de Educación en Áreas Rurales (PEAR), no se 
ha trabajado otra política o programa que le dé 
continuidad. O, por lo menos, se ocupe del tema.

Un estilo de gestión
Una primera característica de la actual gestión 
educativa es, sin duda, la continuidad en la dirección 
del sector. No recordamos, en las últimas décadas, 
que un ministro de educación –y su equipo de 
dirección– haya permanecido en el cargo todo el 
período gubernamental. Es más: que uno de sus 
viceministros se sostenga en el puesto desde la 
mitad del período anterior.

Esta continuidad en la dirección tiene como correlato  
la continuidad de algunos programas (como los de 
materiales y textos) y el sostenimiento de otros 

(como la evaluación de docentes y estudiantes, el 
PRONAFCAP, la municipalización de la educación, 
el mantenimiento preventivo en las escuelas, la 
compra de las computadoras XO del programa 
OLPC, para los estudiantes y el PRONAMA, que se 
vienen ejecutando hace varios años y cuentan con 
presupuesto).

Otra característica importante de esta gestión 
es su poca tolerancia a la crítica, la cual se toma 
rápidamente como agresión. Los espacios de diálogo 
son escasos, puntuales y con frecuencia aparecen 
como un simple formalismo donde se oye, pero no 
se escucha.

Una cuestión no resuelta: la equidad
En el PEN se llama la atención sobre las terribles 
brechas de desigualdad en el sistema educativo. Se 
señala que el drama de esas brechas está provocando 
una situación de apartheid educativo. Que este 
apartheid atenta contra el derecho de las personas 
a recibir educación de calidad y se constituye, a 
su vez, en un recorte sustantivo del abanico de 
oportunidades a las que no tendrá acceso por las 
defi ciencias de su educación.

Debate
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Una buena educación puede ser la diferencia entre la luz y la sombra(T&D).
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Mientras Estados Unidos inyecta millonarios recursos para estimular su economía y diversos gobi
de envergadura, la crisis económica global amenaza con agudizarse (no solo) en los países central
cuantifi car. El anuncio de Sarkozy de aumentar la edad mínima para la jubilación obligó a millone
Estado de Bienestar europeo. Similar situación se vivió en el “setiembre español”: ni la Copa del M
lograron detener el paro nacional convocado por las principales centrales sindicales para frenar la
gobierno socialista del PSOE, un “costo inevitable” para salvar la crisis fi scal. En lo que sigue Anto
de estas reformas en España y Baptiste Delmas hace un paralelo entre la negociación colectiva en 
cercanos o familiares a países de la región como el nuestro, para bien y para mal hechura del ajust
se viene.

Europa en crisis
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Internacional

Lluvia fina, 
densa, pero 
poco potentepotente

La quiebra del banco norteamericano Lehman 
Brothers, y la crisis subsiguiente en el año 2008, 
pareció pillar a España bastante bien situada: 

las cuentas públicas estaban saneadas y había poco 
hedge funds y demás ingeniería fi nanciera de alto 
riesgo. Por consiguiente, el Gobierno emprendió 
una política keynesiana pura estimulando la 
oferta mediante inversiones públicas y gastando el 
superávit que por entonces tenía. 

La sorpresa vino por otros lados. En principio, las 
cuentas públicas estaban saneadas, pero los bancos 
privados habían prestado como locos –a quien 
tuviera un sueldo fi jo– créditos que alcanzaban 
hasta el 100% del importe de la casa. Los jóvenes 
españoles, sin excepción, se comprometieron en 
hipotecas monstruosas a pagar en 20, 30 ó 40 años 
y con alto riesgo de impago. Por consiguiente, la 
opinión internacional emparejó rápidamente las 
fuertes deudas de Grecia y Portugal con España en 
un lazo –que algunos economistas anglosajones 
denominaron PIGS: “cerdos” en inglés– para 
referirse a los países mediterráneos de débil 
economía: Portugal, Italia, Grecia y España; a la 
que eventualmente se añadía Irlanda. Por último, 
se intensifi có la crítica internacional sobre la baja 
productividad laboral española. Y aunque esta 

Antonio Ojeda Avilés
Universidad de Sevilla

La reforma laboral 
en España

iernos europeos enfrentan défi cits fi scales 
es, a un costo social y ambiental dif ícil de 

es de franceses a protestar en defensa del 
Mundo en Sudáfrica, ni el verano abrasador, 
as reformas laborales impulsadas por el 
onio Ojeda refl exiona sobre las implicancias 
Perú y Francia; procesos que pueden resultar 

te neoliberal de los noventa. Cosa seria la que 
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situación puede tener diversas causas, en el caso 
español se atribuyó a una legislación demasiado 
favorable a los trabajadores (“rígida”) que impedía 
a los empresarios la necesaria “libertad de 
movimientos” para ajustarse a la demanda.

El resultado previsible consistió en cerrar el crédito 
internacional a la banca del país. Y ésta, a su vez, 
cerró el crédito al empresariado nacional. Por fortuna 
se habilitaron vías extraordinarias de fi nanciación 
por parte del Banco Europeo de Inversiones y del 
Gobierno español, aunque la situación se deterioró 
rápidamente. Y aquí llega un rasgo peculiar de esta 
crisis en el contexto europeo: en mayo de 2010, los 
demás países de la Unión Europea urgen a otros 
miembros a introducir reformas radicales para 
hacer frente a la situación. Y el gobierno español 
se ve “obligado” a cambiar de política laboral 
dictando dos Decretos Leyes de Urgencia –los Nº 
8 y Nº 10– en el mes de julio de 2010, ante la honda 
preocupación e insistencia de los demás gobiernos; 
especialmente del alemán, importante acreedor de 
Grecia, pero también de España1. 

El Real Decreto-Ley 8/2010 llevaba por título “de 
medidas extraordinarias para la reducción del 
défi cit público”. Y aunque contemplaba toda suerte 
de medidas de amplio espectro –por ejemplo, la 
prohibición de crear agencias estatales a partir de 
ese momento o una reducción de los contratos de 
obra públicos o de la acción exterior del Gobierno– 
el grueso de las medidas apuntaba directamente a las 
clases modestas y principalmente a los trabajadores. 
Así, las medidas principales fueron las siguientes:

a. Reducción inmediata de las 
retribuciones de los empleados públicos en 
una media del 5% de los ingresos, aunque 
proporcionalmente a la cuantía de ellos. 

b. Suspensión en paralelo del Acuerdo 
entre el Gobierno y los sindicatos del 25 
de septiembre de 2009; en concreto, de los 
aumentos salariales que fi jaba.

c. Suspensión de la revalorización de las 

1 El Real Decreto-Ley 8/2010 puede verse en http://www.boe.es/boe/
dias/2010/05/24/pdfs/BOE-A-2010-8228.pdf. Todas la referencias web 
fueron consultadas el 28 de noviembre de 2010.
El Real Decreto-Ley 10/2010 puede verse en www.boe.es/boe/
dias/2010/06/17/pdfs/BOE-A-2010-9542.pdf 

pensiones.

d. Recortes en la Ley de Dependencia 
(ayudas personales y económicas a quienes 
deben ser asistidos por terceros, en especial 
ancianos).

e. Supresión de las deducciones tributarias 
por nacimiento de hijos, y de las prestaciones 
económicas por el mismo motivo, de 2.500 
euros. 

f. Solo la jubilación parcial recibía un 
impulso para que pudieran acogerse a ella los 
mayores de 60 años afectados por una crisis 
de empresa.

El Real Decreto Ley 10/2010 llevaba, por su parte,  
el título de “medidas urgentes para la reforma del 
mercado de trabajo”. Su convalidación parlamentaria 
supuso una intensa refriega entre los partidos y 
algunas correcciones de detalles hasta desembocar 
en la vigente Ley 35/2010, cuyo contenido paso a 
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analizar con alguna extensión2. 

La crisis fi nanciera internacional ha demostrado algo 
bastante chocante sobre España,  dada la constante 
crítica que recibe de los organismos internacionales 
en sentido contrario: que su modelo laboral es, a fi n 
de cuentas, más fl exible que ninguno. Esto en vista 
de su enorme capacidad para alcanzar las máximas 
cotas de empleo y, a renglón seguido, sumirse en 
lo más profundo del desempleo. Ningún país ha 
escalado con tanta rapidez hacia arriba y luego hacia 
abajo, ni los comentaristas han mudado con tanta 
celeridad desde la admiración y el deslumbramiento, 
hasta el gesto despectivo. Hay ciertas rigideces en 
el modelo, no se puede negar. Pero al menos en 
la contratación y la terminación, el empresariado 
ha hallado las fórmulas para eludirlas ajustándose 
a las necesidades; en concreto, haciendo de los 
contratos temporales y la precariedad una norma 
en la contratación laboral. 

2 La Ley puede verse en http://www.boe.es/boe/dias/2010/09/18/pdfs/
BOE-A-2010-14301.pdf

El problema mayor para semejante modelo radicaba 
en esa crítica internacional, sorprendida por las 
pésimas estadísticas españolas de desempleo y 
productividad. Había que hacer la reforma laboral. 
O la UE tomaría medidas. 

La Ley N° 35/2010 refl eja claramente estos 
antecedentes en su cuerpo de normas confuso y 
omnicomprensivo, dif ícil de digerir. Que pretende 
deslumbrar al espectador sin hacer demasiada 
sangre e incorporando todos los guiños posibles 
hacia los modelos que la Comisión Europea admira: 
el modelo alemán, el austríaco y el danés. Claro, al 
adoptar esos modelos incorpora su trazo hispánico 
para adecuarlo a nuestras características, con lo que 
no estoy seguro que vayan a funcionar. Introduce, 
así, un pretendido “equilibrio” entre la fl exibilidad 
y la seguridad en el empleo a favor del empresario, 
pues abre casi todo el mercado a las empresas de 
trabajo temporal, amplía al máximo el contrato de 
fomento de 33 días de indemnización y permite los 
despidos para prevenir crisis futuras. A favor del 
trabajador refuerza los límites a los contratos de 
interinidad y la cadena de contratos; amplía además 
la indemnización por terminación de contrato 
temporal a doce días. 

Lo “hispánico” en esa fl exiseguridad es que no 
externaliza la seguridad, como hace la normatividad 
danesa (remitiendo la protección a las medidas 
públicas contra el desempleo), sino que mantiene 
los dos polos dentro de la relación laboral. Por su 
parte, el modelo alemán aparece en las normas que 
extienden la cobertura del desempleo a las pequeñas 
reducciones de jornada (incluso hasta el 10% de 
pérdida de trabajo y salario), aunque conserva el 
requisito de la autorización administrativa y el 
expediente de regulación de empleo; a diferencia 
del modelo español, que solo pide el consenso del 
comité de empresa, el cual se obtiene siempre en 
estos casos. Y el modelo austríaco, en fi n, aparece 
en ese fondo de capitalización individual anunciado 
para antes de un año, que permitirá al empresario 
descontar –del mismo– la indemnización por 
despido improcedente. Con ello, la futura regulación 
carece de perfi les, siendo únicamente un anuncio de 
lo que al fi nal podría derivar hacia el contrato único 
del que tanto hablan los empresarios y la Fundación 
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de Estudios de Economía Aplicada (FEDEA)3. 

Claro que la reforma no podía quedarse en una 
exhibición de modelos si quería deslumbrar al 
respetable internacional. Encontramos, así, una 
multitud de medidas de toda clase que lo dejan a uno 
más desorientado que deslumbrado, si tenemos en 
cuenta que además de dieciocho artículos, despliega 
24 disposiciones adicionales, 12 transitorias y 4 
fi nales. Lluvia fi na, densa pero poco potente: altera 
varias leyes actuales con retoques que no suprimen 
ni crean, sino que solo reajustan; en medio de una 
nube de subvenciones y sanciones. Y en un terreno 
resbaladizo de distintas fechas para las entradas en 
vigor. 

Los sindicatos lamentan mucho la expansión 
del contrato “de fomento”, que conlleva una 
indemnización por despido improcedente de 33 días 
por año de antigüedad, cuando hasta el momento la 
indemnización prevalente era la de 45 días. Y tienen 
razón en cuanto a la enorme extensión adquirida en 
la Ley por dicha modalidad contractual: ahora un 
empresario podrá aplicarla para casi toda ocasión. 
Por ejemplo, el Decreto Ley del pasado mes de junio 
redujo el tiempo de paro que permitía contratar “en 
fomento” de seis a tres meses; ahora la Ley vuelve 
a reducirlo a un mes, un recorte en vertical. Pero 
estos contratos “de fomento” no implican que todos 
los despidos que se realicen en ellos de manera 
improcedente vayan a ver reducida la indemnización 
a 33 días, ya que solo operará en los improcedentes 
por causas no disciplinarias. Esto es, por crisis 
de la empresa. La Ley no ha tocado los despidos 
disciplinarios, que si son improcedentes causarán 
la indemnización habitual de 45 días (y aquí el 
Gobierno se ha mantenido fi rme ante las múltiples 
peticiones de reducirla para todo despido). 

En cuanto a las prolijas medidas para fl exibilizar 
los cambios de condiciones de trabajo, la más 

3 http://www.fedea.es

importante es la del descuelgue salarial, que ahora 
solo exige el acuerdo entre el empresario y el 
comité, dejando en una ambigüedad inquietante 
el qué ocurrirá cuando ambas partes no lleguen a 
acuerdo. 

No había demasiadas razones para considerar a la 
Ley como una provocación a los trabajadores. Pese 
a ello los sindicatos convocaron una huelga general 
el 29 de septiembre último, con amplio eco en la 
industria y el transporte (y escaso resultado en lo 
demás).  

Sin embargo, considero que la actitud sindical sí 
vino legitimada por el contexto que acompaña a 
la Ley. La salida a la crisis nunca debió comenzar 
por la congelación de pensiones, la reducción de 
sueldos y la reforma laboral; sino por un impuesto 
sobre las grandes fortunas, la reactivación del 
impuesto sobre el patrimonio y el control de las 
sociedades de inversión variable (SICAB), por 
mínimo que fuera su impacto. Quizá deba tenerse 
en cuenta, en su descargo, que el Gobierno ha 
introducido en la legislación de presupuestos para 
2010 y 2011 una serie de medidas impositivas que 
pueden considerarse –en términos generales– 
dirigidas a los más “bienestantes”; en concreto, el 
aumento del impuesto sobre el valor añadido (IVA) 
(del 16% al 18% en el tipo ordinario); el aumento de 
los impuestos a los rendimientos del capital del 18% 
al 19% (y a 21% para los rendimientos superiores a 
los 6.000 euros); y del impuesto sobre las personas 
f ísicas, principalmente sobre los salarios (IRPF), 
que en los ingresos más altos –de más de 120.000 
y 175.000 euros al año– pasan a ser del 44% y 
45% respectivamente4. Como vemos, una reforma 
polémica de resultados inciertos y cuestionables

4 Las medidas fiscales señaladas pueden verse en la Ley 26/2010, 
http://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2009-20765, y para 
el año 2010 en las previsiones introducidas en http://www.la-moncloa.
es/ConsejodeMinistros/Enlaces/240910-enlacepresupuestos
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El contrato de trabajo busca, a diferencia del 
contrato civil, regular una relación –que es 
de subordinación– entre el trabajador y el 

empleador. El contrato de trabajo tiene un objetivo 
social: asegurar los medios de supervivencia al tra-
bajador y a su familia. Por eso, si la relación de sub-
ordinación propia a la relación laboral es evidente, 
resulta también evidente la necesidad de protegerla 
a fi n de evitar abusos. Uno de los instrumentos con 
que cuentan los trabajadores para lograr este objeti-
vo es la negociación colectiva. Esta permitiría redu-
cir la desigualdad económica entre el trabajador y el 
empleador. La doctrina de trabajo la defi ne como un 
conjunto de relaciones y procesos de diálogo entre 
los interlocutores sociales a fi n de regular, mediante 
un contrato jurídico, las condiciones de trabajo1.

1 GÓMEZ VALDEZ, F. Derecho del trabajo. Relaciones colectivas de 
Trabajo. Ciudad, Editorial. Tercera edición. Pp. 372.

En este artículo abordaremos cómo la normativa 
laboral peruana y francesa regulan las relaciones 
colectivas de trabajo. Más precisamente, cómo en-
focan la normativa laboral de ambos países la nego-
ciación colectiva en época de crisis económica in-
ternacional, tratando de identifi car sus similitudes 
y diferencias. 

El dominio de la negociación colectiva 
en las legislaciones peruana y francesa
Tanto en el Perú como en Francia, el derecho a la 
negociación colectiva se encuentra refrendado 
constitucionalmente. En el caso peruano, la Cons-
titución de 1993 dispone en su Artículo N° 28 que 
«el Estado reconoce los derechos de sindicación, 
negociación colectiva y huelga”; cautela su ejercicio 
democrático; garantiza la libertad sindical; fomen-
ta la negociación colectiva y promueve formas de 
solución pacífi ca de los confl ictos laborales. En el 

Baptiste Delmas
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caso francés, el preámbulo de la Constitución de 
1946 dispone que: «Todo Hombre puede defender 
sus derechos y sus intereses por la acción sindical y 
adherirse al sindicato que él elige». 

El punto común entre ambas legislaciones es que 
los sindicatos no basan su poder de negociación en 
la Constitución, sino en la ley. En efecto, tanto el 
Artículo N° 41 de la Ley de Relaciones Colectivas de 
Trabajo (LRCT) peruana como el Artículo L 2221-1 
del Código del Trabajo francés, defi nen el poder de 
negociación colectiva de los representantes de los 
trabajadores. Y si bien Perú y Francia han aprobado 
los convenios de la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT) –el N° 87 y el N° 98– referidos a este 
derecho fundamental, su asimilación no es similar 
en ambos países: mientras que el Perú ha sido el 
objeto de 108 quejas ante el Comité de la Libertad 
Sindical, Francia cuenta con 42 casos2. 

El contenido de la negociación colectiva
Las legislaciones peruana y francesa buscan la mayor 
representatividad de los actores en la negociación 
colectiva. En el caso peruano, la LRCT subordina la 
constitución de un sindicato a la afi liación de 20 tra-
bajadores en el nivel de empresa y a 50 trabajadores 

2 www.ilo.org

a nivel de la rama de actividad. En ambos casos, el 
sindicato sólo puede negociar si representa a la ma-
yoría absoluta de los trabajadores. Si existen varios 
sindicatos o federaciones, salvo acuerdo, negocia el 
más representativo. Y si ningún sindicato represen-
ta a la mayoría de los trabajadores, entonces cada 
uno representa únicamente a los afi liados compren-
didos en su ámbito. Finalmente, la representación 
de los trabajadores está a cargo de una comisión de 
negociación compuesta por dirigentes sindicales, lo 
que no existe en la legislación francesa.

En el caso de Francia, desde 2008 los sindicatos 
–para ser representativos y poder negociar– tienen 
que cumplir con 7 requisitos legales, imperativos, 
acumulativos y limitativos. El más importante, rela-
tivo al criterio de la audiencia electoral, supone que 
en las últimas elecciones profesionales el sindicato 
alcanzó al menos el 8% del sufragio a nivel de la em-
presa y el 10% a nivel de la rama. Asimismo, para 
negociar, la organización sindical debe representar 
al menos al 30% de los trabajadores. Comparado 
con la legislación francesa, el umbral de 50% reque-
rido por la legislación peruana aparece demasiado 
apremiante: se corre el riesgo de impedir en la prác-
tica el derecho a la negociación colectiva. En fi n, las 
soluciones de negociación a nivel de la empresa –en 
ausencia de delegado sindical– son más complejas 
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en Francia que en Perú; en el país europeo se otor-
ga  el poder de negociación a actores elegidos por 
los trabajadores (o comisionados) por un sindicato 
representativo a nivel de rama, pero no a nivel de la 
empresa.

Mientras que el contenido de la negociación colec-
tiva previsto por la LRCT peruana es más amplio de 
lo que prevé el Código del Trabajo francés3, en los 
hechos los interlocutores sociales franceses nego-
cian mucho más que los peruanos. Tal como obser-
vamos en el cuadro, con excepción de los salarios, 
los convenios colectivos celebrados en Francia in-
cluyen un mayor número de cláusulas relacionadas 
con benefi cios y derechos sociales.

Tales diferencias se pueden explicar por una legis-
lación estricta que condiciona la constitución de un 
sindicato a la afi liación de 20 trabajadores, en un 
país –el Perú– donde más del 80% de las empresas 
cuentan con menos de 10 trabajadores4. Otro factor 
está relacionado con el predominio  de trabajadores 
informales o contratados a tiempo fi jo, que impi-
den, en la práctica, el ejercicio libre y sin condicio-
nes del derecho a la sindicación. 

Los niveles de negociación colectiva en 
las legislaciones peruana y francesa 
Mientras que la LRCT de Perú prevé que de no me-
diar acuerdo entre las partes, la negociación se lleva-
rá a nivel de la empresa5. En Francia, desde 2004 se 
prevé que en caso de competencia entre convenios 
que involucra diversos ámbitos de negociación, se 
aplicará el acuerdo celebrado a nivel de la empresa. 
Tenemos entonces que ambas legislaciones privile-
gian la autonomía de las empresas. Sin embargo, a 
diferencia de su par peruana, la legislación francesa 
fomenta la negociación a nivel gremial y nacional. 
Así, a nivel de rama de actividad cada año se cele-
bran aproximadamente 1.000 convenios6, mientras 
que a nivel nacional, la Ley de 2007 sobre “moder-
nización del diálogo social” impone al gobierno la 
obligación de consultar a los interlocutores sociales 

3 El Artículo N° 41 de la LRCT dispone que el acuerdo colectivo regula 
«las remuneraciones, las condiciones de trabajo y productividad y 
demás», mientras que el Artículo L2221-1 del Código del Trabajo 
francés limita la negociación a «las condiciones de empleo, de 
formación profesional y de trabajo así como de sus garantías sociales».
4 Según datos del Instituto Nacional de Estadística e Informática (INEI) 
del Perú.
5 Artículos N° 44, N° 45 y N° 46 de la LRCT.
6 De acuerdo al Reporte sobre la negociación colectiva en 2009, del 
Ministerio del Trabajo de Francia.

–trabajadores y empresarios– sobre todo proyecto 
de ley que les interesa.

El mayor inconveniente que encontramos en la ne-
gociación a nivel de empresa es que atomiza a las 
fuerzas sindicales: divididos por empresas, los sin-
dicatos no tienen tanto poder como a nivel nacional, 
organizados en torno a una federación o confedera-
ción. De ahí la necesidad de fomentar la negocia-
ción colectiva a nivel nacional e internacional. En 
efecto, la liberalización del comercio y la apertura 
económica le otorga a las empresas multinacionales 
un poder económico y político mayor al que poseen 
los sindicatos nacionales. De esta forma, para que la 
negociación guarde cierto equilibrio, sus interlocu-
tores deben partir de pisos iguales. Así, el desarrollo 
de la negociación colectiva, en los niveles que ga-
ranticen cierta equidad de poderes, incumbe tanto 
al legislador (que debe garantizar no sólo la adecua-
ción de la legislación interna a lo que establecen las 
normas de la OIT, sino también su cumplimiento), 
como a las empresas multinacionales (cuya respon-
sabilidad social supone el reconocimiento y respeto 
de los derechos fundamentales de los trabajadores) 
y los sindicatos (obligados por el nuevo contexto 
global a considerar nuevas formas de reivindicación 
al nivel internacional).

Aspectos incluidos en las Negociaciones Colec-
tivas en Perú y Francia

Perú Francia
Salarios 98% 94%
Jornada 10% 54%
Formación 5% 70%
Seguridad y 
salud 5% 89%

Fuentes: PLADES. Reporte sobre los derechos colectivos en 
los países andinos. Lima 2003; y  Ministerio del Trabajo de 
Francia. Reporte sobre la negociación colectiva en 2009. 

La articulación de las normas 
colectivas en ambas legislaciones
A fi n de articular las varias fuentes del derecho la-
boral, las legislaciones peruana y francesa han es-
cogido el criterio “de favor” que signifi ca que, en el 
caso de confl icto de competencia entre dos normas, 
se debe aplicar la más favorable a los trabajadores. 
Sin embargo, en el Perú este criterio no resulta muy 
útil ya que se fi rman convenios colectivos sólo a 
nivel de  la empresa. En realidad, la legislación pe-
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ruana privilegia el criterio cronológico, ya que la 
celebración de un convenio colectivo rige a partir 
del día siguiente de la caducidad de la convención 
anterior7. En Francia, aunque este criterio es con-
siderado por la jurisprudencia como un principio 
fundamental del derecho del trabajo, desde 2004 se 
estableció por Ley que, en el caso de competencia 
entre dos convenios, se debe aplicar la más cerca de 
su campo de aplicación (excepto cuando se trata de 
sueldos mínimos, de clasifi caciones profesionales y 
de garantías de previsión) y las partes siempre pue-
den prever que la convención aplicable será la más 
favorable al trabajador. Así, en Francia, ese criterio 
está paralizado.

En ambos países, la aplicación del criterio de favor 
es problemático. Las dos principales difi cultades 

7 Artículo N° 43 b) de la LRCT. 

de aplicación de este criterio son la determinación 
del objeto común a dos convenios, y la medida del 
carácter favorable del convenio. En el Perú, el legis-
lador ha optado por aplicar el criterio de favor uti-
lizando el englobamiento o conjunto (Artículo N° 
45 de la LRCT). La adopción de dicho criterio tiene 
como fundamento el hecho de que no es aceptable 
que el órgano sentenciador escoja las cláusulas con-
vencionales más ventajosas de cada convenio, ya 
que esto rompe tanto la autonomía de los interlo-
cutores como el equilibrio de dicha convención. Por 
el contrario, en Francia el juez prefi ere evaluar el 
criterio de favor en abstracto (según los intereses de 
los trabajadores en general), y a diferencia del mo-
delo peruano, compara ventaja por ventaja el obje-
tivo del mismo.

Fuentes: PLADES. Trabajo&Desarrollo N°8, Setiembre 2010.
También www.wprker-participation.eu
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El Nobel de Literatura otorgado a Vargas Llosa es un hecho que todos los peruanos y peruanas 
debemos celebrar. PLADES lo hace desde esta tribuna. Se trata de un merecido reconocimiento 
–un tanto postergado–  para un autor que ha dado sufi cientes muestras de madurez intelectual, 

honestidad política y complejidad literaria, posicionándose entre los mejores escritores del mundo. Aún 
cuando se pueda coincidir o no con sus opiniones y posiciones políticas, la innegable calidad narrativa de 
Vargas Llosa ha permitido, principalmente a sus lectores, adentrarse en ese Perú criollo, pendejo e informal 
que supo retratar magistralmente en sus novelas, y que refl eja –para bien o para mal– al Perú de nuestros 
días. Para muestra, un botón. 

− Cuál seguridad social –dijo don Hilario–. Eso es para los empleados fi jos.
− ¿No fui chofer fi jo? –preguntó Ambrosio– ¿Qué fui entonces, don?
− Cómo ibas a ser chofer fi jo si no tienes brevete profesional –le explicó don Hilario.
− Claro que tengo–dijo Ambrosio– Qué es esto, si no.
− Ah, pero no me lo dijiste y no es mi culpa –repuso don Hilario–. Además, no te declaré para 

hacerte un favor. Cobrando por recibo y no por planilla te librarás de los descuentos. 
− Pero si cada mes usted me descontaba algo –dijo Ambrosio–. ¿No era para el seguro social?
− Era para la jubilación –dijo don Hilario–. Pero como dejaste la empresa, ya perdiste los derechos. 

La ley es así, complicadísima. 

Mario Vargas Llosa. Conversación en La Catedral, 1969.

El imperio de la ley

Felix Nakamuka
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